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RESUMEN 

 

La investigación parte del siguiente problema: ¿De qué manera las barreras burocráticas 

afectan la libertad de empresa para instalar infraestructura de telecomunicaciones, en la Ciudad 

Metropolitana de Huancayo, 2018?; Siendo el objetivo: determinar de qué manera las barreras 

burocráticas afectan la libertad de empresa para instalar infraestructura, de telecomunicaciones, 

en la Ciudad Metropolitana de Huancayo, 2018; la hipótesis a demostrar es: las barreras 

burocráticas impuestas por los funcionarios afectan al derecho a la libertad de empresa, para la 

instalación de infraestructura de telecomunicaciones, en la Ciudad Metropolitana de Huancayo 

en los años 2017 y 2018. 

 

La tesis en referencia es de naturaleza dogmática jurídica, y se sitúa con un nivel explicativo, 

esta se aborda con un enfoque cualitativo. Para la ejecución de esta investigación se tomó en 

cuenta el método inductivo y/ o deductivo. Para recabar la información, se confirió el empleo 

la técnica de estudio documental, que tiene como instrumento el fichaje de documentos. 

 

La tesis ha logrado establecer como conclusión principal: Se estableció que las barreras 

burocráticas impuestas por los funcionarios afectan el derecho a la libertad de empresa, en caso 

se instalen infraestructuras en telecomunicaciones, en la ciudad Metropolitana de Huancayo 

para los años 2017 y 2018. Sobre este contexto, es necesario resaltar que en la praxis las 

instituciones públicas de la región local, no respetan los criterios constituidos sobre autonomía 

conferidos por nuestra carta magna del estado peruano; esto es corroborado por las practicas 

burocráticas referidas por la ley, que no tiene un sostenimiento jurídico. 

 

 

 

 

PALABRAS CLAVES: Barreras burocráticas, Libertad de empresa, Limitación de acceso al 

mercado. 
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ABSTRACT 

 
The research starts from the following problem: How do bureaucratic barriers affect the 

freedom of business to install telecommunications infrastructure, in the Metropolitan City of 

Huancayo, 2018?; being the objective: To determine how bureaucratic barriers affect the 

freedom of business to install infrastructure, telecommunications, in the Metropolitan City of 

Huancayo, 2018; The hypothesis to be demonstrated is: the bureaucratic barriers imposed by 

officials affect the right to freedom of enterprise, for the installation of telecommunications 

infrastructure, in the Metropolitan City of Huancayo in the years 2017 and 2018. 

The thesis in reference is of a legal dogmatic nature, and is situated with an explanatory level, 

and this is approached with a qualitative approach. For the execution of this investigation, the 

inductive and/or deductive method was taken into account. To collect the information, the use 

of the documentary study technique was conferred, which has as an instrument the signing of 

documents. 

The thesis has managed to establish as a main conclusion: It was established that the 

bureaucratic barriers imposed by officials affect the right to freedom of enterprise, in case 

telecommunications infrastructures are installed, in the Metropolitan city of Huancayo for the 

years 2017 and 2018. About In this context, it is necessary to highlight that in practice, the 

public institutions of the local region do not respect the criteria constituted on autonomy 

conferred by our Magna Carta of the Peruvian state; This is corroborated by the bureaucratic 

practices referenced by the law, which does not have legal support. 

 

 

 

 

 

KEY WORDS: Bureaucratic barriers, Freedom of enterprise, Limited access to the market. 
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INTRODUCCIÓN 

 

Desde una perspectiva general, se ha determinado la existencia desde el año 2007 la 

regulación de la Ley N.º 29022, que refiere la expansión privada para instalación de 

infraestructuras de telecomunicaciones, dicha norma, sitúa en un primer orden que el ejercicio 

o el despliegue de estas actividades, se tornaran desde un plano “Automático”. Ahora bien, 

como se sabe, para que se ponga en ejecución estas actividades por parte del sector privado, 

hay un organismo regional o local que se inmiscuye, y claro son las Municipalidades o 

entidades locales. 

 

Sobre lo referido en el párrafo anterior, se podrá concertar un desacuerdo normativo y 

también práctico del mismo, es decir, las municipalidades que bien tiene jurisdicción y gozan 

de autonomía, tal cual lo advertimos en los resultados de mi investigación, sobre pasan sus 

competencias, generando trabas burocráticas, y al mismo tiempo, pagos acomedidos en los 

TUPAS; claro, esto comentado no está dentro las esferas de la Ley citada en el primer párrafo 

de la introducción. 

 

Si observamos el problema desde de un dilema social, se sabe bien que, el derecho al 

internet es de contenido público, y está reconocido en el artículo 2° inciso 4 de la constitución 

política del Perú como derecho fundamental. Entonces en promoción del mismo, se entiende 
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que es el estado quien debe de promover y garantizar el acceso de internet en zonas urbanas y 

rurales. En esta situación, se sabe que el estado no cuenta con los recursos y medios para 

abastecer de internet a toda la población peruana, por ello, es que brinda concesiones a privados 

para satisfacer a la población usuaria de este derecho. 

 

La información técnica es conocida como la última milla, que consiste en abastecer de 

internet, bajo elementos estructurales como instalación de postes, cableado y demás elementos: 

siguen un ruta técnica y estructural, que no puede verse socavadas por barreras planteadas por 

asuntos de burocráticos en las municipalidades, como se sabe, la instalación de infraestructura 

para telecomunicaciones según refiere el artículo 5° de la Ley N.º 29022 son de aprobación por 

procedimiento administrativo automático. 

 

Si, una entidad omite esta estipulación legal, y refiere que para ejecución de ello se deben 

de cumplir los estipulado en sus TUPA, entonces, esta entidad local fija costos del mismo, 

hecho que por un control de jerarquía normativa no puede suceder; pero que hemos advertido 

en nuestra investigación, sobre ello planteo la siguiente hipótesis general: Las barreras 

burocráticas impuestas por los funcionarios afectan al derecho a la libertad de empresa, para la 

instalación de infraestructura de telecomunicaciones, en la Ciudad Metropolitana de Huancayo 

en los años 2017 y 2018. 

 

La investigación se ubica dentro del tipo jurídico dogmático, en el nivel explicativo, de 

enfoque cualitativo. Se utilizaron los métodos: inductivo–deductivo. Para la recolección de 

información se utilizó el análisis documental y como instrumento de recolección de datos se 

empleó la ficha de análisis documental. 

 

La presente tesis es de corte dogmático jurídico, tiene un nivel científico explicativo, y 

este guiado bajo una dirección cualitativa. Los métodos de investigación fueron; el método 
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inductivo y el método deductivo; así mismo, se utilizó el análisis de documentos para recolectar 

información y se utilizó una herramienta de recolección de datos. 

 

La tesis en referencia, consta de cuatro capítulos, esto bajo estipulado en las normas de 

investigación de la facultad de derecho y ciencias políticas. 

 

En el primer capítulo, intitulado “Planteamiento del Problema”; se desarrolla la 

descripción del problema, y los ítems como la formulación del problema, delimitación sobre el 

tema de investigación; y por último la justificación de la presente tesis. 

 

En el segundo capítulo, intitulado “Marco Teórico”, se abordarán los siguientes acápites: 

Antecedentes en referencia de la tesis, las bases teóricas compuestas por: Marco histórico, 

marco teórico, marco conceptual, y el referido marco legal. 

 

En el tercer capítulo, intitulado “Metodología de la investigación”, se abordarán los 

siguientes acápites: Métodos que se emplearon en la investigación, el corte o tipo de 

investigación, así mismo el nivel y diseño de investigación, la población requerida, la muestra 

del estudio y para concluir, las técnicas como instrumentos que se utilizaron en la presente 

tesis. 

 

En el cuarto capítulo, intitulado “Resultado y discusión de resultados de la 

investigación”, se abordarán los siguientes acápites: Presentación de los resultados obtenidos 

en la tesis, así como su presentación y la discusión de lo mismos. 

 

En la parte final de la presente tesis, se pautan las conclusiones y recomendaciones de la 

tesis; y para cerrar la tesis las referencias bibliográficas, y los anexos del mismo. 

 

 
EL AUTOR. 



xiii 
 

 



1 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

CAPÍTULO I 

 

 

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

 

1.1. Descripción del problema 

 

Conforme a la experiencia laboral del investigador, se ha visto que los 

funcionarios públicos de las municipalidades del Tambo y Huancayo desconocen la 

aplicación de la ley para la Instalación de Infraestructura de Telecomunicaciones ya 

que las disposiciones legales se encuentran previstas y determinadas, pero que por 

razones de desconocimiento no lo aplican, constituyendo esto un factor de limitación 

a las empresas que se dedican al servicio de telecomunicaciones, pero bajo el rubro de 

infraestructura. 

 

Se puede referir que existen diferentes motivos para que las entidades 

municipales no ejerzan de forma transparente y correcta la adecuada la aplicación de 

los instrumentos normativos para una eficiente regulación, y no deben de ser factor 

de injerencia cuando las empresas de telecomunicaciones plantean instalar 

1 
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infraestructura, considerando que dicho servicio si bien es distribuido de forma 

particular, constituye un derecho fundamental el acceder a las comunicaciones, más 

aún si a nivel internacional existe una progresiva protección de dichos derechos. 

 

De otro lado, se refiere que, una barrera burocrática se presta como solicitud, 

requerimiento, restricción o prohibición impuesta por los órganos de la administración 

pública (gobierno central y/o ministerios, gobiernos regionales, municipios, entidades 

universitarias, etc.) con el objeto de condicionar, restringir o impedir el acceso y/o 

permanencia de actores económicos en la coyuntura comercial. Esto genera que se 

afecte en los trámites administrativos sobre simplificación administrativa por parte de 

los administrados. 

 

Se señala así, la forma de cómo eliminar una barrera burocrática, que permite 

que las propias entidades eliminen de manera oportuna, sin necesidad de un inicio de 

un procedimiento de oficio; y la segunda, la eliminación de las barreras burocráticas 

con procedimientos iniciados de oficio o denuncias realizadas de parte. 

 

Así, se ha mostrado como una forma de eliminar la traba burocrática; primero, 

se entiende que las entidades estatales pueden eliminar estas trabas, sin que existe 

algún tipo de procedimiento que lo inicie; como segundo punto, se sabe que, existen 

los mecanismos ya sea de oficio o de parte que elimines estos obstáculos burocráticos. 

Sobre este contexto, se puede plantear el siguiente ejemplo, en el caso de poder 

adquirir una licencia de autorización FUIIT (Formato Único de Instalación de 

Infraestructura en Telecomunicaciones), se puede llegar a constatar que las 

autoridades locales, pueden solicitar requisitos que no están comprendidos en la Ley 

N.º 29022; si no que estos por motivos extra competenciales puedan conferir. 
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En tanto que, según refiere el sector de la doctrina, y las sentencias que forman 

parte de la jurisprudencia; sostiene que el derecho a la libertad de empresa comprende 

que la empresa ingrese, se mantenga, y genere un estatus de estabilidad, así 

protegiendo su tiempo de vigencia y duración. Este derecho está en el contexto del 

modelo económico del orden jurídico peruano, de lo que se conoce como estado social 

de mercado y la libre competencia, esto en el marco de un sostenido estado 

constitucional de derecho. 

1.2. Delimitación del problema 

 

1.2.1. Delimitación espacial 

 

La presente investigación de pre grado se ejecutó en la ciudad de Huancayo. 

 

1.2.2. Delimitación temporal 

 

La presente investigación de pre grado se analizaron casos concernientes a los 

años 2017 y 2018. 

1.2.3. Delimitación conceptual 

 

- Barreras burocráticas 

 

- Limitación de acceso al comercio empresarial o mercado. 

 

- Libertad de empresa 

 

- Servicio de telecomunicaciones. 

 

- Infraestructura en telecomunicaciones. 

 

- Acceso a la Comunicación 

 

- Acceso al Trabajo. 
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1.3. Formulación del problema 

 

1.3.1. Problema general 

 

¿Cómo las barreras burocráticas impuestas por los funcionarios afectan al 

Derecho a la libertad de empresa, para la instalación de infraestructura de 

telecomunicaciones, en la Ciudad Metropolitana de Huancayo en los años 2017 

y 2018? 

1.3.2. Problemas específicos 

 

1.3.2.1. ¿De qué manera las trabas en la tramitación de las autorizaciones 

municipales, para la ejecución e instalación de la infraestructura de 

telecomunicaciones, limita la iniciativa privada en la ciudad 

metropolitana de Huancayo? 

1.3.2.2. ¿De qué manera la restricción del acceso al mercado de las empresas de 

telecomunicaciones afecta el Derecho a la comunicación e información 

de la población? 

1.3.2.3. ¿De qué manera la limitación de permanencia en el mercado de las 

empresas de telecomunicaciones, afecta al derecho al trabajo? 

1.4. Objetivos 

 

1.4.1. Objetivo general 

 

Determinar de qué manera las barreras burocráticas impuestas por los 

funcionarios afecta al Derecho a la libertad de empresa, para la instalación de 

infraestructura de telecomunicaciones, en la Ciudad Metropolitana de Huancayo 

en los años 2017 y 2018 
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1.4.2. Objetivos específicos 

 

1.4.2.1. Determinar de qué manera las trabas en la tramitación de las 

autorizaciones municipales, para la ejecución e instalación de la 

infraestructura de telecomunicaciones, limita la iniciativa privada en la 

ciudad metropolitana de Huancayo en los años 2017 y 2018. 

1.4.2.2. Establecer de qué manera la restricción del acceso al mercado de las 

empresas de telecomunicaciones afecta el derecho a la comunicación e 

información de la población de la ciudad metropolitana de Huancayo 

en los años 2017 y 2018. 

1.4.2.3. Analizar de qué manera la limitación de permanencia en el mercado de 

las empresas de telecomunicaciones, afecta al derecho al trabajo en la 

ciudad metropolitana de Huancayo en los años 2017 y 2018. 

1.5. Justificación de la investigación 

 

1.5.1. Social 

 

La presente investigación contribuyó no sólo al sector empresarial dedicado 

al rubro de las telecomunicaciones (Derecho Constitucional), sino también en 

última instancia, benefició a la población que esta inherente a la infraestructura 

de telecomunicaciones (Derecho Fundamental), porque dichos derechos son 

vulnerados cuando las instituciones públicas y/o privadas (municipalidades) no 

aplican adecuada y correctamente los dispositivos normativos en dicha cuestión. 

 

El acceso al mercado es el derecho que tienen todas las personas (Naturales 

y/o Jurídicas); para ofertar bienes y servicios a la comunidad mercantil. Este 

derecho está ligado al modelo económico que ha regulado el orden jurídico 

peruano, pero que tiene como principal referencia a la propiedad privada y su 
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aliento. Por ello, las normas de una entidad local no pueden contravenir y 

obstaculizar este derecho en cuestión. 

 

1.5.2. Científica – teórica 

 

La presente investigación desde un enfoque científico – teórico; analiza que 

la existencia de los mecanismos para eliminar las barreras o travas burocráticas, 

que bien están previstos en la normativa de INDECOPI, y que concluyen de forma 

objetiva con una decisión por parte de este órgano; no son del todo objetivas; por 

ello, pienso que la legislación peruana debería incluir sanciones de tipo penal y/o 

administrativa, esto para aquellos funcionarios públicos que son nombrados y que 

pueden ocupar cargos por un tema político; claro con la mayor objetividad desde 

el Ministerio Publico y instituciones a fines. 

 

Así, el aporte teórico residió en plantear criterios normativos que sirvan para 

que los funcionarios de las entidades municipales no generen un perjuicio a las 

empresas dedicadas al rubro de instalación de infraestructura de 

telecomunicaciones, estableciendo sanciones para dicha actuación funcionarial que 

afecta la libertad de empresa. 

 

Las barreras burocráticas como su contextualización y su práctica, genera 

sobrecostos en el ejercicio de sus actividades comerciales, siendo estos costos 

trasladados al usuario final en: i) la limitación de servicios a recibir (cobertura y 

productos), ii) Incremento económico por el servicio a recibir. Por otro lado, se ha 

considerado que este tipo de entrampamiento no solo afecta a las empresas, sino 

también a los usuarios finales que es la población misma, siendo vulnerado su 

derecho para acceder a la comunicación, decantando también en la privación de 

acceder al derecho de información; de tomar conocimiento y conocedor de sus 
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derechos cualquier ciudadano podría solicitar un proceso constitucional (según la 

ONU considerado como derecho de quinta generación). 

 

1.5.3. Metodológica 

 

Esta investigación ha diseñado un instrumento que fue empleado en la 

investigación, este fue una ficha de análisis documental, esto en correspondencia 

de tópicos de estudio, a efectos de que pueda ser empleado por futuros 

investigadores que aborden el tema objeto de estudio. 

1.6. Hipótesis y variables 

 

1.6.1. Hipótesis 

 

- Hipótesis General: 

 

Las barreras burocráticas impuestas por los funcionarios afectan al derecho a 

la libertad de empresa, para la instalación de infraestructura de 

telecomunicaciones, en la Ciudad Metropolitana de Huancayo en los años 

2017 y 2018. 

 

- Hipótesis Específicas: 

 

 Las trabas en la tramitación de las autorizaciones municipales, para la 

ejecución e instalación de la infraestructura de telecomunicaciones, limita 

la iniciativa privada en la ciudad metropolitana de Huancayo en los años 

2017 y 2018. 

 

 La restricción del acceso al mercado de las empresas de 

telecomunicaciones afecta el Derecho a la comunicación e información de 
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la población de la ciudad metropolitana de Huancayo en los años 2017 y 

2018. 

 

 La limitación de permanencia en el mercado de las empresas de 

telecomunicaciones, afecta al derecho al trabajo en la ciudad 

metropolitana de Huancayo en los años 2017 y 2018. 

1.6.2. Variables 

 

- Variable independiente: 

 

Barreras burocráticas. 

 

- Variable dependiente: 

 

Derecho a la libertad de empresa. 

 

1.6.3. Operacionalización de las variables 
 

 

 

VARIABLE INDICADORES 

 

 

 

Barreras burocráticas. 

 
 

- Trabas en la tramitación de autorización 

municipal de instalación por infraestructura 

en telecomunicaciones. 

- Restricción del acceso al mercado. 

 

- Limitación de permanencia en el mercado. 

 
 

Derecho a la libertad de empresa 

 
 

- Limitación a la iniciativa privada. 

- Restricción al acceso a la comunicación e 

información de la población. 
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 - Afectación al derecho al trabajo. 
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CAPÍTULO II 

 

 

MARCO TÉORICO 
 

 

2.1. Antecedentes del estudio 

 

 
A nivel nacional, se han considerado las siguientes investigaciones: 

 

 
(Larico, 2017), “Mejora del procedimiento de eliminación de barreras burocráticas 

a cargo del INDECOPI”, [Tesis Pregrado], expuesta en sustentación en la Universidad 

Nacional Mayor de San Marcos, Lima; utilizó el método inductivo-deductivo, de nivel 

de investigación explicativo, de tipo de investigación básica, de diseño no experimental, 

con una muestra conformada 30 casos administrativos, utilizó la técnica de la encuesta, 

llegó a las siguientes conclusiones: 

 
“En ella se ha determinado en primer lugar que el procedimiento implementado para 

la eliminación de las barreras burocráticas a cargo de la Comisión de Eliminación de 

Barreras Burocráticas del INDECOPI, carece de la eficacia requerida, debido a que 

las facultades otorgadas a la Comisión son insuficientes y el procedimiento carece 
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de dinamismo, lo que no permite a la Comisión eliminar con eficacia las barreras 

burocráticas; por lo que es necesario fortalecer sus facultades mediante la realización 

de determinadas modificaciones legales. Así también que en todos los casos en los 

que se declara fundada la denuncia por la imposición de barreras burocráticas, la 

Comisión no viene disponiendo la eliminación de la barrera burocrática, solo viene 

disponiendo uniformemente su inaplicación al caso concreto, el que solo tiene 

efectos particulares en favor del denunciante; por lo que es necesario determinar: i) 

como es que la Comisión debe ostentar la facultad de eliminación de las barreras 

burocráticas; ii) como es que la inaplicación además debe efectuarse con efectos 

generales”. 

 
En la tesis en mención, se sostiene que la Ley Orgánica de Municipalidades faculta 

a las municipalidades para regular, otorgar licencias, y autorizar que se construyan 

infraestructuras como el cableado para instalación de estaciones de antenas; y se 

atribuyen la facultad de fiscalización, anteponiendo costo por ello, así, creando barreras 

burocráticas, que guarda relación con nuestra tesis planteada. 

 
(Valle, 2017), titulada: “Barreras burocráticas y formalización de las Pymes en la 

Municipalidad de San Martín de Porres, 2016”, [Tesis Pregrado], sustentada en la 

Universidad César Vallejo, en la ciudad de Lima, utilizó el método científico, de nivel 

de investigación descriptivo, de tipo de investigación básica, de diseño transversal, con 

una muestra conformada por 30 abogados especialistas en Derecho Administrativo, 

utilizó el instrumento del cuestionario. 

 
La investigación a conferido la existencia de una relación significativa de 0.05 entre 

los ítems barrera burocrática, y la formalidad de Pymes en la entidad Municipal del 

distrito de San Martín de Porres; se obtuvo bajo el promedio de 28.7%; 47.5 %; y 22.8%; 
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desde un margen menor hasta el mayor referidos a la formalización de la Mypes. 

Entonces, las barreras burocráticas son acciones administrativas por parte de la 

administración pública, que realizan actos de burocracia sobre actos, regularizaciones, y 

prohibiciones sobre tramites por procedimientos de ámbito administrativo. 

 
La citada tesis tiene relación con el planteamiento de la presente al señalarse que 

una barrera burocrática tiene como características: Convenir, restringir o impedir el 

ingreso y/o estabilidad de los operadores en el mercado. Así mismo, esto comentado 

puede afectar a los administradores de las empresas; los ciudadano u usuarios; al 

momento de iniciar procedimientos que versen sobre el tema de simplificación 

administrativa; esto ante barrera burocráticas que afectan la libertad de empresa. 

 
(Martinez, 2016), titulada: “Las principales barreras burocráticas y el desarrollo del 

mercado en el Perú, período 2013-2014”, [Tesis Pregrado] expuesta para el título de 

abogada en Universidad Inca Garcilaso de la Vega. Donde se empleó em método 

científico de análisis y síntesis, con un nivel de relación correlacional, y con enfoque 

aplicativo; y bajo un corte o diseño transeccional no experimental. La investigación ha 

demostrado que cuando se genera una autorización sanitaria esta genera un actuar 

negativo en la comercialización en el rubro de cosméticos en estado peruano, durante los 

años 2013 – 2014. Esto explicado esa razón del análisis de expedientes técnicos, y la 

normativa vigente, que afecta en el condicionamiento para acceder al mercado formal, y 

que estos puedan mantenerse en el mismo. 

 
En este sentido, la tesis referenciada como antecedente, guarda relación con nuestra 

investigación porque se fijan y establecen parámetros sobre la regulación normativa, de 

actores económicos que compiten para ingresar a la formalidad del sector empresarial, y 

como las entidades públicas les generan travas burocráticas. 
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Investigaciones de corte internacional, y estas son las siguientes: 

 

 
(González, 2018) en la investigación intitulada: “Derecho de las 

Telecomunicaciones”, [Tesis de Postgrado] expuesta para la Universidad Autónoma de 

México. Utilizó el método comparativo, explicativo e histórico, de nivel de investigación 

explicativo, de tipo de investigación aplicada, de diseño no experimental de carácter 

transeccional, no fijó la utilización de población y muestra para el desarrollo de su 

estudio, utilizó como instrumento de investigación la ficha documental. Señala entre sus 

conclusiones que: Son los tratados en el ámbito internacional, que conceptúan a la 

libertad de expresión como derecho. Se sabe que, desde un sentido lato acceder a 

servicios sobre comunicación, como es el caso de las operaciones de prensa, y de las 

tecnologías de comunicación digital. Por ejemplo, la Declaración Universal de Derecho 

Humanos, señala que: “La existencia de medios de prensa y otros medios de 

comunicación libres y exentos de censura y de trabas es esencial en cualquier sociedad 

para asegurar la libertad de opinión y expresión”; es con el fin que los ciudadanos tengan 

este derecho sobre los medios con los que nos comunicamos. 

 
La citada investigacion se vincula con la presente en el sentido, las 

telecomunicaciones tienen que estar de acorde al desarrollo de la sociedad. Si no se tiene 

un acceso ecuánime, genera que la era digital no sea comptible con las brechas sociales. 

Es decir, se relaciona con la tesis en el sentido que establecer accesos (barreras 

burocráticas ilegales) a las telecomunicaciones generará la falta de oportunidades de las 

personas a lso medios digitales, por ejemplo. 
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2.2. Bases teóricas 

 

2.2.1. Barreras burocráticas 

 

2.2.1.1. Concepto 

 
Para poder definir lo que se entiende como barreras burocráticas, se recure 

a las fuentes doctrinarias y normativas que han moldeado su contenido. En ese 

sentido, un primer acercamiento es el que tiene (Patroni, 2015), que explica como: 

“los actos o disposiciones de las entidades de la Administración Pública, que 

limitan el acceso o la permanencia en el mercado y con ello, la competitividad 

empresarial” (p. 34). 

 
En el caso del autor (Rizo, 2009) se entiende un precepto de las barreras 

burocráticas, de tipo clásico, pues este “alude a límites arbitrarios o injustificados 

impuestos por el Estado que impiden el acceso o la permanencia en el mercado” 

(p. 46). 

 
Desde una perspectiva institucional desde el INDECOPI, en un informe 

elaborado por (Maravi, 2013), las barreras burocráticas son aquellas medidas 

administrativas: 

 
“impuestas por agentes del sector privado, a través del abuso de 

posiciones de dominio o mediante prácticas colusorias verticales u 

horizontales; o por agencias del sector público, a través de las 

denominadas barreras burocráticas. En efecto, para que una barrera 

burocrática sea considerada como tal, se presupone que la misma fue 

dictada por una entidad de la Administración Pública en ejercicio de 

la función administrativa del Estado” (p. 34). 
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Para (Kresajla & Ochoa, 2009), las barreras burocráticas son una 

manifestación desmedida, y en muchos casos tienden hacer arbitrarias; y que, 

gracias a ese prospecto, afectan el derecho fundamental de la libertad empresarial 

(Regulada en el artículo 58ª de la carta magna de 1993). 

 
Al respecto en la normativa, las barreras burocráticas devienen y son 

entendidas en primer lugar por lo indicado en el citado artículo 58° de la carta 

Magna, el mismo que indica que: “la iniciativa privada es libre. Se ejerce en una 

economía social de mercado. Bajo este régimen, el Estado orienta el desarrollo del 

país, y actúa principalmente en las áreas de promoción de empleo, salud, 

educación, seguridad, servicios públicos e infraestructura”. Ahora bien, de manera 

más específica, es la Ley N.º 28996, que señala su articulado número dos señala 

que: “constituyen barreras burocráticas los actos y disposiciones de las entidades 

de la administración pública que establecen exigencias, requisitos, prohibiciones 

y/o cobros para la realización de actividades económicas, que afectan los principios 

y normas de simplificación administrativa contenidos en la Ley Nº 27444 y que 

limitan la competitividad empresarial en el mercado”. 

 
2.2.1.2. Elementos en la configuración de las barreras burocráticas 

 
Revisado con antelación el concepto doctrinario y normativo de las 

barreras burocráticas, se pueden intentar definir sus elementos configuradores. En 

tal sentido, prestando atención a lo sostenido por autores como la citada profesora 

(Patroni, 2015), se pueden señalar los siguientes elementos presentes en una barrera 

burocrática, que se distinguen por: 
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a) Se constituye como una acción de tipo administrativa, y esta se conoce 

legalmente como acto; y en este sentido, este se entender con referencia 

(Patroni, 2015), como “[…] las disposiciones a las que se hace mención son 

las regulaciones y reglamentos administrativos, que si bien son declaraciones 

de voluntad unilateral con efectos externos, el alcance no es particular, como 

en el caso del Acto Administrativo, sino que produce efectos jurídicos 

generales en forma directa” (p. 194). 

 
b) Se constituye al momento que la entidad exija, un tramite administrativo 

diferente al de la norma pertinente, cobro de alguna taza no regulada de forma 

legal; de ese modo, se observa que se trata de limitantes que vulneran la 

libertad del ejercicio en el mercado. 

 
c) Se constituye cuando se afecta lo referido a los principios, y artículos de 

simplificación administrativa (Referencia de la Ley N.| 27444). 

 
d) Se constituye cuando existe existen limitaciones para competir 

empresarialmente dentro del sector o mercado comercial 

 
2.2.1.3. Sobre la tratativa de las barreras de carácter burocrático 

 
Uno de los exámenes preponderantes en la evaluación de una barrera 

burocrática, es la supervisión de su ilegalidad. En ese sentido, en la doctrina, 

autores como (Cavero, 2010), distinguen entre los siguientes elementos de examen 

de ilegalidades a evaluar: 

 
a) La ilegalidad de la barrera burocrática respecto del fondo: 
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En el examen de fondo, la barrera burocrática es considerada ilegal; 

cuando en merito de una norma infra legal, que esta en merito por rango debajo 

de una norma con representación de rango de ley (Se contradicen por nivel de 

legalidad). 

 
(Cavero, 2010) , extiende como ejemplo, la exigencia de la presentación 

de documentos que tiene orden de prohibición (Ley N.º 27444 en lo regulado 

en los articulados 40° y 41°), y también en casos de pedir documentos que no 

están contemplados en la Ley N.º 28976; y leyes sobre tributación municipal 

(Artículo 70°) 

 
b) La ilegalidad de la barrera burocrática respecto de la forma: 

 

 
Para el mencionado (Cavero, 2010), la ilegalidad es de forma cuando, 

“independientemente de lo que disponga la norma, no se han respetado las 

formalidades, procedimientos, atribuciones y competencias establecidos por 

las normas aplicables para la autoridad que la emite” (p. 155). 

 
c) La razonabilidad de la barrera burocrática: 

 

 
La razonabilidad en la ilegalidad de las barreras burocráticas, también es 

otro elemento de evaluación. En ese sentido, según señala (Cavero, 2010) que 

todo acto o disposición que sea burocrática no razonable, tiene por lo general 

los siguientes requisitos. 

 
- Cuando el acto burocrático no razonable se configura como discriminatorio. 

 

- Cuando el acto burocrático no razonable no tiene un carácter objetivo, y 

recae en ilegalidad. 
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- Cuando el acto burocrático no razonable, plantead un escenario 

desproporcional. 

d) El tratamiento discriminatorio proveniente de la barrera burocrática: 

 

 
Un tratamiento discriminatorio, para el ya citado (Cavero, 2010), 

“consiste en establecer exigencias o requisitos diferenciados a determinados 

sujetos, sin que exista una justificación objetiva para ello, violentando de ese 

modo el derecho de igualdad ante la ley establecido en el artículo 2°, numeral 

2 de la Constitución” (p. 33). 

 
Como ejemplo, que las entidades locales pidan que se cumpla con el 

pago de una tasa que le corresponde a una persona jurídica, pero se le imputa 

a una persona natural. También se pueden ver casos, donde la entidad local por 

razones de raza, idioma, y quizá hasta el credo que se profesa, para no dejar 

realizan actos administrativos. 

 
e) Procedimiento arbitrativo de la barrera burocrática: 

 

 
Todo procedimiento que sea arbitrario se ciñe a una falta de justificación 

objetiva, y claro no existe una formula razonable o técnico. 

 
El ejemplo establecido es (Cavero, 2010), “es común el establecimiento 

de plazos arbitrarios (como el plazo de 90 días para que los ganadores de una 

promoción comercial reclamen el premio, en lugar de dejarse en libertad a la 

empresa para que establezca un plazo mayor o menor) u otras reglas sin 

justificación” (p. 35). 
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2.2.2. La libertad de empresa 

 

2.2.2.1. Concepto de libertad de empresa: 

 
Conceptualmente la referida libertad de empresa se debe de comprender 

como aquel acto de un ciudadano para desarrollar o proyectar un emprendimiento 

o proyecto empresarial, de lo indicado por el maestro Fernández Sessarego citado 

por (Zambrano, 2010). 

 
En ese sentido, la libertad tiene un contenido constitucionalmente 

protegido, y se desprende como los medios o canales para desarrollar la creación 

y la proyección de un ser humano, (Ochoa, 2011). 

 
Ahora bien, como señala nuevamente (Zambrano, 2010), el derecho de 

libertad de empresa tiene que ser garantizada, para así promover su constitución, 

desarrollo y permanencia, de formas más clara este “tiene como trasfondo la 

finalidad de proveer de bienes y servicios necesarios para atender la subsistencia 

y desarrollo integral de todas y cada una de las personas que integran la sociedad" 

(p. 39). 

 
2.2.2.2. La empresa en el régimen económico constitucional 

 
El modelo constitucional en lo referido a su régimen económico, es de 

enfoque social de mercado (Regulado en el artículo 58° de nuestra constitución 

política del Perú). Así “el Estado orienta el desarrollo del país, y actúa 

principalmente en las áreas de promoción de empleo, salud, educación, seguridad, 

servicios públicos e infraestructura” (p. 23). 
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Para analizar lo que se entienda por economía social de mercado, es 

necesario revisar información de uno mejores tratadistas de la materia, y es 

(Müllen-Armack, 1976); quien ha interpretado y señalado que es: “un sistema que 

combina la competencia sobre la base de la iniciativa libre de los individuos con 

la seguridad social y el progreso social” (p. 31). 

 
Explicado por parte del autor la definición antecedida; desde mi 

concepción es un modelo compuesto por la concepción liberal de la económica, 

y el bienestar social; así estableciendo un encuentro entre el mercado, sus agentes, 

y los estados liberales. 

 
Dentro de la doctrina constitucional, el doctor (Ochoa, 2011) señala que: 

Dentro del régimen económico del estado, todas las empresas cumplen un rol 

prioritario, pues son un péndulo que, dentro de su desarrollo dentro del mercado 

de libre competencia, hacen que la economía en el transito mercantil sea social y 

corresponda al modelo liberal de mercado. 

 
Si bien, ya se mostrado el mismo en conformidad con la doctrina, es el 

Tribunal Constitucional Peruano, quien ha conllevado a referirse en el expediente 

N.º 0048-2004-PI/TC; sobre la empresa y como esta viene a estar protegida por 

la legislación. 

 
2.2.2.3. Contenido jurídico constitucional sobre libertad de empresa 

 
Como es de conocimiento, nuestra carta constitucional ha regulado en su 

articulado la libertad de empresa; y de donde se desprende que existe un contenido 

de libertad económica para con la sociedad. 
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El autor y doctrinario (Ochoa, 2011), manifiesta que existen libertades 

económicas, y que dentro de ese marco normativo se encuentra comprendida, la 

libertad de empresa, como esfera principal. Así, la libertad de empresa es un 

derecho fundamental pero que está compuesto por dimensiones, y se atañe con 

otros derechos del mismo nivel normativo y constitucional. 

 
Por parte de las corrientes normativas del derecho internacional, y en 

correlación con la legislación española, los autores (Paz & Alfaro, 2002), opinan 

que la libertad empresarial económica, recae en dos elementos o ítems: Libertad 

individual, y claro la dignidad humana; por ello es que goza de un nivel normativo 

constitucional. 

 
Se puede comprender que, la libertad empresarial económica, tienen 

contenido guiado por la esfera de la libertad: 

 
a) Libertad para crear un rubro empresarial. 

 

b) Libertad para crear y regular una organización. 

 

c) Libertad para competir a nivel empresarial. 

 

d) Libertad para concluir con actividades en rubro mercantil. 

 

 
Si se analiza la sentencia recaída en el Exp: 0008-2003 por acción o 

proceso de inconstitucionalidad por parte de nuestro Tribunal Constitucional 

peruano, ha opinado lo siguiente en el argumento 27°: 

 
“Es la facultad de poder elegir la organización y efectuar el desarrollo 

de una unidad de producción de bienes o prestación de servicios, para 

satisfacer la demanda de los consumidores o usuarios. […] Tiene como 
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marco una actuación económica auto determinativa, lo cual implica que 

el modelo económico social de mercado será el fundamento de su 

actuación, y simultáneamente le impondrá límites a su accionar. […] 

Consecuentemente, dicha libertad debe ser ejercida con sujeción a la ley 

-siendo sus limitaciones básicas aquellas que derivan de la seguridad, la 

higiene, la moralidad o la preservación del medio ambiente-, y su 

ejercicio deberá respetar los diversos derechos de carácter socio- 

económico que la Constitución reconoce.” 

 
En esta misma línea normativa, se tiene el Exp: N.º 3330 del año 2004 

proceso de amparo o acción constitucional de amparo; en el argumento número 

11, nuestro máximo intérprete de la constitución señala que: “el derecho de las 

personas a elegir libremente la actividad ocupacional o profesional que desee o 

prefiera desempeñar, disfrutando de su rendimiento económico y satisfacción 

espiritual”. 

 
No todo lo que se haya señalado o interpretado sobre la libertad de 

empresa, tiene mesuras, sino que también se sostiene bajo límites desde un rubro 

legal, y en aplicación de la constitución política del Perú. 

 
Sobre lo referido, dentro de los artículos de nuestra carta magna, hay una 

disposición normativa en el articulo numero 59, que describe: “el ejercicio de 

estas libertades no debe ser lesivo a la moral, ni a la salud, ni a la seguridad 

públicas”. 

 
Esta estipulación constitucional, refiere en su argumento numero 15 

cuales son los límites que tiene este derecho diferido, y como se deben de entender 
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dentro del jurisprudencia constitucional, y esto en razón del Exp: 0048-2004 

como proceso inconstitucional por parte del Tribunal Constitucional Peruano. 

 
“la empresa privada, como expresión de un sector importante de la 

sociedad, tiene especial responsabilidad frente al Estado. La 

Economía Social de Mercado condiciona la participación de los 

grupos económicos en armonía con el bien común y el respeto del 

interés general, estableciendo límites para que la democracia 

constitucional no sea un espacio donde se impongan las posiciones 

de los más poderosos económicamente en detrimento de los bienes 

jurídicos protegidos constitucionalmente. En el Estado Social y 

Democrático de Derecho el crecimiento económico no puede ni debe 

reñirse con el derecho a la plenitud de la vida humana; no puede 

superponerse al resguardo de la dignidad de la persona que 

constituye la prioridad no sólo del Estado, sino de la sociedad en su 

conjunto”. 

 
La empresa, como también las personas, y diferentes entes son los 

que componen un mercado, que desde su ámbito regulatorio es elemental y 

fundamental, especialmente dado el conjunto de libertades económicas que 

acoge nuestro ordenamiento económico constitucional. 

 
Por ello, en este apartado, además de la calidad que la ciencia 

administrativa le da a su definición, queremos acogernos a su percepción 

económica y más aún en su conocimiento jurídico, ante el interés que se 

tiene en tu tesis. 
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Desde un estadio de la económica, se puede opinar que existen diferentes 

definiciones de lo que se debe entender por empresa: 

 
El autor (Coase, 1988, p. 35), no precisa que es: “haciendo un 

paralelismo con el mercado, es un conjunto contractual de tractos sucesivos, cuyo 

origen consensual, implica jerarquías y organización, que actúan sobre un 

conjunto de transacciones, o sea sobre el mercado” (p. 91). 

 
En tanto, el autor (Castañeda, 1998) esta se define como “célula creadora 

de riqueza de que dispone la sociedad; una riqueza que permite el desarrollo 

económico y el consiguiente acceso a la cultura, la salud, la seguridad y todos los 

elementos que proporcionan calidad de vida” (pagina. 56). 

 
(Ricossa, 1990, p. 54) en tanto menciona que una empresa se constituye 

como un compuesto económico, que viene a estar dirigida por el gerente o dueño 

de la empresa, ya sea, en caso de asumir actos diligentes como riesgos putativos. 

 
Desde un planteamiento jurídico, puede plantear diversas definiciones 

de lo que significa empresa: 

 
Según el autor (Ghersi, 2016, p. 103), la conceptúa como un mecanismo 

contractual, que genera y enerva las relaciones empresariales en sector 

empresarial, al ser un medio de difusión en cuanto a bienes y/o servicios, así 

asegurando que el mercado funciones forma correcta. 

 
Otro autor es (Hundskopf, 2000), que redefine el concepto de empresa 

desde una perspectiva empresarial y administrativa, y no puede definirla desde un 
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campo puro; pues funciona “[…] como instituto jurídico no existe en sentido 

puro” (p. 90). 

 
Así, desde otra perspectiva, el autor Endemman, que cita al doctor 

(Garrigues, 1988), tiene que ser entendida y representada, como un todo; es decir, 

una unidad, pero que tiene un elemento superficial, como es el de contar con 

Personalidad Jurídica, y se compone como sujeto de derecho. 

 
Como primer punto, se cree que la libertad de empresa presupone la 

capacidad de establecer organizaciones económicas dentro de los límites bastante 

amplios establecidos por la ley y la libertad de empresas existentes. Por ello la 

libertad en las personas, no es la misma con la del estado (Garrigues, 1987, p. 

186). La libertad de acceso obliga al Estado a respetar las reglas del mercado y 

protege la libre competencia, como veremos más adelante. 

 
Por otra parte, se sabe que la libertad empresarial involucra la 

contingencia de configurar internamente la empresa en cuanto a la organización 

interna, la composición de los órganos de gobierno e incluso la designación y 

localización. Este concepto está sujeto a ciertas limitaciones por razones de 

interés público, algunas de las cuales son muy dudosas. 

 
También cabe señalar, que toda empresa siempre va tener la función de 

dirección, y las políticas de inversión, producción, y comercialidad del mismo. 

 
También cabe señalar que la libertad corporativa incluye la llamada 

libertad administrativa, esto es lo mismo que lo que se llama producción, 

inversión, política comercial y precio. 
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Desde un enfoque preliminar, el autor (Flores) recurre definir a la 

empresa desde un sentido comercial; ya sea de forma singular y plural, pero que 

tiene fines económicos, desde el ámbito patrimonial (2002, p. 108). 

 
a) La empresa desde el ámbito de la Constitución Política de 1993: 

 

El orden constitucional, tiene a la libertad de mercado y lo que se pueda 

referir sobre la economía social de mercado, que se regula en el articulo 58° 

de la Constitución política del Perú; que se transcribe así: “[…] el Estado 

orienta el desarrollo del país, y actúa principalmente en las áreas de 

promoción de empleo, salud, educación, seguridad, servicios públicos e 

infraestructura”. 

 
Pero en tratativa del alemán (Müllen-Armack, 1976) por paso de su 

concepción y dirección, este puede referenciar a la economía social de 

mercado, viéndolo desde “un sistema que combina la competencia sobre la 

base de la iniciativa libre de los individuos con la seguridad social y el 

progreso social” (p. 23). 

 
Por definición, la economía social de mercado se entrelaza como un 

modelo mixto entre las economías liberal y del estado de bienestar y, por lo 

tanto, se referencia como un punto pausa entre el control en si del estado, y 

los sujetos económicos y una economía liberal en la que el mercado y sus 

actores están regulados. 

 
Por ello, todo mercado puede referenciarse desde un ángulo estatal, 

como desde una perspectiva empresarial, y otra se sitúa desde un enfoque 

personal. 
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- Principio de responsabilidad individual: 

 

 
El autor (Rivadeneira, 2009), explica que este principio, se debe 

entender como: “el rendimiento de cada uno de los individuos que 

componen la sociedad. La regulación debe tomar en cuenta que algunos 

de ellos tienen mayores ventajas que otros, por lo que es preciso intervenir 

para corregir esas desigualdades, en especial las que determinan las 

oportunidades” (p. 75). 

 
- Principio de solidaridad: 

 

 
Este principio se halla alejada de la noción de misericordia, muy por 

el contrario, esta tiene como referencia el aporte que en sus diferentes 

dimensiones realizan los distintos actores para el crecimiento social y 

económico. El autor (Rivadeneira, 2009), precisa que se podrá aguardar 

cautela: 

 
Se considera que “[…] guardar especial cuidado en no extenderla al 

punto de generar “comodidad” en algún actor que desvié su 

responsabilidad frente al conjunto de la sociedad” (p. 39). 

 
- Principio de Subsidiariedad: 

 

 
Este principio de forma técnica se atribuye como forma limitante 

dentro de la economía del estado, para el autor Rivadeneira 

 
“que se convierte en la herramienta de corrección de las inequidades 

y procura la justicia social. Debe prestarse y aumentar en la medida 
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en que los actores no puedan, por sí solos, desenvolverse con sus 

recursos propios. Su exceso crearía efectos perniciosos sobre los 

compromisos que tiene cada uno de los actores” (2009, p. 15). 

 
Así, con este enfoque, nuestra actual constitución política también 

contiene algunos artículos, principios específicos, que reflejan lo que 

hemos dicho antes. Por tanto, algunas de ellas se muestran concretamente 

y otras implícitamente en el Capítulo I del Título III en relación al modelo 

constitucional económico del Perú. 

 
El Tribunal Constitucional, ha desarrollado un principio que modela la 

economía social de mercado bajo ciertas expresiones de libertad económica para 

una mejor comprensión. Por ello, en sentencia derivada del expediente N° 0008- 

2003-AI/TC, con fundamento en los considerandos 26 y ss., el “TC” enumeró un 

conjunto de libertades que considera esenciales al sistema económico. Las 

referencias actuales, sin embargo, se referirán a lo siguiente que es más nutritivo 

para la discusión de la investigación relacionada con la libertad corporativa. 

 
1) El comercio desde el sentido de la libertad: 

 

 
Tal como lo establece el artículo 59 de la Constitución, se tiene la 

facultad de seleccionar organizaciones y realizar actividades relacionadas con 

el intercambio de bienes y servicios con el fin de satisfacer las demandas de 

los consumidores y usuarios (De acuerdo con ley). 

 
 

Esta consiste en la capacidad de participar en el transporte de bienes 

lícitos, de no estar sujeto a dependencia, o de poder concentrarse en la 
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prestación de servicios al público, lo que significa ejercer un actuar libre 

(Kresalja, 2004, p. 70). 

 
2) La industria desde el sentido de la libertad: 

 

 
Seleccionar y actuar conforme a sus propias decisiones en el campo de 

la actividad económica prevista en el artículo 59 de la Constitución, que tiene 

por objeto realizar una serie de operaciones para obtener y/o convertir uno o 

más productos. 

 
Por tanto, sobre este contexto, como explica el maestro en materia 

constitucional Ochoa, la empresa es importante en el sistema económico 

constitucional porque es uno de los actores más importantes del mercado de 

libre competencia, es indispensable, que se desarrolle dentro del sistema 

económico social de mercado. 

 
El máximo intérprete de la constitución, expresó la importancia de 

tener a la empresa como entidad económica en el mercado y así lo sugirió en 

el expediente número 0048-2004-PI/TC. 

 
2.2.2.4. Los derechos que se desprenden respecto a libertad en nuestra 

carta magna 

 

Está regulada en el artículo 59º, y se constituye como uno de los derechos que 

contextualiza a la libertad económica dentro nuestra carta magna de 1993. 
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El tratadista Ochoa, refiere sobre la libertad para la empresa es uno pilares del 

derecho de libertad. La libertad de empresa es un derecho multifacético porque está 

íntimamente ligado a una amplia gama de derechos económicos y fundamentales. 

 

Desde la doctrina española los autores Paz & Alfaro en el año 2002, creemos que 

la libertad económica de una empresa se expresa en la libertad y dignidad individual, y 

adquiere así jerarquía como derecho humano o fundamental. El contenido 

constitucional del sentido de libertad de empresa es: 

 
- Creación para hacer empresa 

 

- Organización para hacer empresa 

 

- Competencia para hacer empresa 

 

- Cese de actividades para hacer empresa 

 

 
Tomado en cuenta lo antes manifestado, según la sentencia del expediente N° 

3330-2004-AA/TC, el TC dice que: “el derecho de las personas a elegir libremente la 

actividad ocupacional o profesional que desee o prefiera desempeñar, disfrutando de su 

rendimiento económico y satisfacción espiritua.” 

 
El autor Ariño en el año 2003; eexplica que todas las empresas organizan la 

distribución y posibilitan la producción de bienes y servicios que el país no puede o no 

debe brindar, pero puede brindar; la empresa responde a la solicitud, y se recuerda que 

es el consumidor quien lo necesita, no distingue su necesidad de la organización que 

crea o necesita crear el servicio, sino que solo requiere su ejecución (p. 23) 

 
Toda empresa en el sentido de libertad, se refiera a como uno de los mayores 

derechos humanos en una sociedad libre democrático-republicana, y su potencial, a 



31 
 

través de lo que produce, no a través de la demanda, sino a través de la reacción directa. 

Así “el desarrollo de su auto sostenimiento, es decir, que el ser humano construya por 

cuenta propia la satisfacción de sus necesidades, volviéndole autónomo y generador de 

su auto sostenimiento al desarrollar su personalidad” (Ochoa, 2011, p. 89). 

 
Otro factor que recurre o muestra la categoría constitucional de la libertad de 

empresa es que también necesita o tiende a cumplir funciones sociales, es decir, tiende 

a ser de interés público. 

 
(Coase, 1988, p 90) señala que “la libertad empresarial consistiría en defender 

este medio de vida, o subsistencia; pero cabe aclarar que no toda forma de obtener 

medios para la subsistencia pueden ser considerados protegidos por la libertad de 

empresa”; Por lo tanto, no se considera protegida una mafia que utiliza actos violentos 

como medio de subsistencia; en otras palabras, sólo se protege la libertad de empresa, 

es decir, de acción y de subsistencia, y viceversa. 

 
La aprobación constitucional de la libertad empresarial pasa primero por la 

aprobación de todas las actividades productivas, transaccionales, de tránsito y creativas, 

incluidos los derechos humanos. La libertad de empresa afecta a los individuos, a las 

personas en determinadas condiciones de producción, ya la regulación de las conductas 

derivadas de estos términos, más que a las entidades ficticias o de las sociedades 

legalmente nombradas (Ghersi, 2016, p. 89). 

 
2.2.2.5. Derechos sujetos a la libertad de empresa 

 
El contenido esencial de la libertad empresarial, expresado en términos de 

libertad económica, es objeto del desarrollo jurisprudencial de nuestro Tribunal 

Constitucional. En este sentido, una sentencia con calidad de referencia legal depende 
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del expediente número 3330-2004-AA/TC. En el tribunal enumera un conjunto de 

derechos que representan el contenido o núcleo duro de la libertad de una empresa. Esto 

lo hace factible en su ejercicio y defensa, tomando como referencia lo desarrollado 

previamente por el profesor Kresalja en el año 2014. 

 
1) Primer orden, desde el sentido de libertad se puede constituir una empresa y acceso 

al mercado significa libertad para establecer una empresa y participar en el 

mercado, lo que significa libertad para realizar actividades económicas. 

 
2) Segundo orden, las libertades organizacionales incluyen opciones libres tales como 

objetos, nombres, direcciones, tipos de negocios corporativos o comerciales, 

privilegios de administrador, políticas de precios, créditos y seguros, contratación 

de personal y políticas de publicidad. 

 
3) Tercer orden, se toma la libertad de competencia. 

 

 
4) Cuarto orden, la libertad de concluir operaciones es la libertad de ordenar el cierre 

o clausura de las operaciones de la empresa si la empresa lo considera más 

conveniente para la persona que fundó la empresa. 

 
2.2.3. Constitución Económica como presupuesto normativo para el derecho a la 

libertad de empresa 

 
Al Título III de la Constitución de 1993 se le asignó un régimen económico 

que estaba en consonancia con lo acontecido en relación con la Constitución de 

1979, pero contenía cambios significativos a la Constitución vigente que llevaron 

al país a otro norte económico, por lo que aquí termina la reunión. Adoptar un 
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modelo neoliberal riguroso y ortodoxo, que no fue lo suficientemente flexible en 

la constitución anterior, revelará ciertas variantes. 

 
El artículo 58ª dispone: 

 

 
“La iniciativa privada es libre. Se ejerce en una economía social de 

mercado. Bajo este régimen, el Estado orienta el desarrollo del país, y actúa 

principalmente en las áreas de promoción de empleo, salud, educación, seguridad, 

servicios públicos e infraestructura”. 

 
El artículo 60° dispone: 

 

 
“El Estado reconoce el pluralismo económico. La economía nacional se 

sustenta en la coexistencia de diversas formas de propiedad y de empresa. 

 
Sólo autorizado por ley expresa, el Estado puede realizar subsidiariamente 

actividad empresarial, directa o indirecta, por razón de alto interés público o de 

manifiesta conveniencia nacional. La actividad empresarial, pública o no pública, 

recibe el mismo tratamiento legal”. 

 
Como se puede apreciar en los dos artículos transcritos, se mantiene el 

principio del pluralismo económico, pero en la actual constitución se amplía el 

tamaño al señalar que han cambiado las funciones rectoras del desarrollo 

asignadas al Estado. EL pode constituyente de 1993 decidieron explícitamente 

asumir que el segundo principio, que fue negado por la constitución abolida, el 

principio de subsidiariedad estatal, está explícitamente establecido en el artículo 

60 (Ariño, 2003). 
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Esto significa que un país puede realizar actividades comerciales solo si las 

actividades no son de interés para las empresas privadas. Y, del mismo modo, 

además de esta verificación, el estado debe estar aprobado por ley expresa, 

transmitir la situación antes mencionada y justificar el gran interés público y la 

evidente conveniencia estatal. 

 
(Ariño, 2003) Una revisión histórica del uso de la subsidiariedad estatal 

muestra que los precedentes históricos del principio en cuestión se encuentran en 

el modelo autoritario de constitucionalismo económico. El principio de 

subsidiariedad tiene su predecesor en la Carta Laboral Italiana de 1927, la 

Constitución Obrera Fascista - revela el autor citado -. También se menciona en 

la Declaración XI N° 4 sobre jurisdicción laboral (orden constitucional 

franquista) y los artículos 19-21 de la Constitución chilena de 1980 de origen 

Pinochet. 

 
Sobre la Constitución chilena y la Constitución peruana comparación 

(Ochoa, 2011): 

 
“el número 21 del artículo 19 de la Constitución chilena de 1980 es el 

antecedente directo del artículo 60 de la Constitución de 1993. Así, la 

norma chilena declara: “El Estado y sus organismos podrán 

desarrollar actividades empresariales o participar en ellas sólo si una 

ley de quórum calificado las autoriza. En tal caso, esas actividades 

estarán sometidas a la legislación común aplicable a los particulares, 

sin perjuicio de las excepciones que por razones justificadas 

establezca la ley, la que deberá ser asimismo de quórum calificado”. 

En tanto que el artículo 60° de nuestro texto dispone que: “solo 
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autorizado por la ley expresa, el Estado puede realizar 

subsidiariamente actividad empresarial, directa o indirecta, por razón 

de alto interés público o de manifiesta conveniencia nacional”. 

 
Por consiguiente, esta norma establece que las actividades empresariales 

públicas o no públicas están sujetas al mismo tratamiento jurídico. Posteriormente 

señaló (Ariño, 2003): El principio de subsidiariedad puede ser expresado de 

manera implícita o explícita en las constituciones económicas. En el modelo 

peruano aparece desarrollado con un enunciado explícito: “solo autorizado por 

ley expresa, el Estado puede realizar subsidiariamente actividad empresarial” (p. 

86). 

 
Contrariamente al precedente de Chile, no se requiere un método de quórum 

calificado para aprobar la actividad empresarial de un estado, pero en nuestra 

opinión establece el principio de preparación legal para la aprobación estatal, 

aprobada por el Parlamento. Es sólo una "ley expresa" que requiere referencia al 

acto legislativo que se ha tomado. Actividades de negocio. 

De lo anterior, se desprende un cambio fundamental en la respuesta a la 

intervención del gobierno en la economía, que la limita, especialmente frente a lo 

ocurrido en la constitución de 1979. Además, como vimos en el momento en que 

se adoptó claramente el principio de subsidiariedad del Estado, éste no fue 

aceptado dentro de la lógica de las constituciones anteriores. 

 
De igual forma, el artículo 58 también menciona el sistema de economía 

social de mercado, pero de acuerdo con otros principios reconocidos en el Título 

III (Carrasquilla & Correa, 2004), la economía de mercado neocapitalista desde 

una perspectiva fortalece el sistema capitalista periférico y subdesarrollado. que 
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promueve la concentración privada de los medios de producción y la distribución 

regresiva del ingreso. 

 
Según la constitución de 1993, señala (Ibañez, 2011): 

 

 
“otro principio está referido a la economía social de mercado. Para la 

concepción mercantilista, la ley de la oferta y de la demanda determina 

las preferencias económicas. A mayor oferta, menor precio. A mayor 

demanda mayor precio. El consumidor es el factor dinámico para que 

las empresas sobrevivan. El Estado no debe intervenir en absoluto, 

aunque en la práctica los “mercantilistas” son los que más ventajas 

exigen de los gobiernos para que se frene la libre importación, por 

ejemplo, que podría causarle en calidad, precios y preferencias del 

consumidor” (p. 194). 

 
Para quienes creen que los mismos autores son mercantilistas y radicales en 

términos del liberalismo, los adjetivos sociales del mercado, además de 

actividades ocupadas, comerciales o productivas para la intervención del 

gobierno, señalan que es distorsionador. Su conocimiento y entendimiento, que 

impone restricciones a la actividad económica, se dedica a fijar precios, fijar 

vedas y movilizar tarifas. 

 
Bajo ninguna circunstancia debe intervenir el estado. Hay que dejar que las 

leyes del mercado resuelvan los problemas del mercado. Finalmente (Zambrano, 

2010) concluye: “En nuestra opinión, el contenido social orientado al mercado 

enfatiza la condición humana de quienes intervienen en los procesos económicos. 

No debemos argumentar por las diferencias de estado. Se mantienen los planes 
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obligatorios. que el gobierno está ausente en los grandes dramas sociales, y en las 

crisis que pueden llegar incluso a afectar a la propia economía” (p.86). 

 
La solidaridad constitucional no es un término de exhibición en la ventana 

ni una excusa para actuar en promoción. La solidaridad humana se caracteriza por 

la comprensión y la cooperación. Partiendo de esta premisa, “la intervención del 

Estado sólo debe funcionar en situaciones en las que está en juego la propia 

supervivencia del mercado, o incluso la crisis social puede incluir congelaciones 

de precios durante un cierto período de tiempo. Cuando se requiere una acción 

urgente” (Coase, 1988, pág. 75). Además, si bien una nación es un grupo de 

personas, también es cierto que además de ciertos intereses, existen intereses 

públicos que deben ser priorizados en determinadas circunstancias. 

 
Desde un punto de vista, una economía social de mercado es una economía 

de mercado con elementos sociales adicionales. Es decir, el Estado sólo interviene 

en situaciones donde está en juego el propio mercado, como lo hace en situaciones 

de crisis social, de las medidas de emergencia. 

 
(Castañeda, 1998) Señala que la constitución de 1979, a diferencia de la 

constitución de 1993, contenía los principios de una economía social de mercado. 

El primer aspecto a destacar es el tratamiento progresivo del aspecto económico, 

aunque se ha situado en la parte correspondiente a la garantía del personal y 

función ministerial, desde la rápida revisión de la constitución peruana desde el 

siglo XIX hasta principios del XX. siglo. siglo. ¿Está ahí? El aspecto económico 

del estado existía originalmente en lo que se llama la parte dogmática y orgánica 

de la constitución tradicional. 
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Asimismo, como ya se mencionó, el aspecto económico tiene un alcance 

creciente, y más aún, en la propiedad minera, el monopolio, en el consumo, visto 

en la constitución de 1920 y generalmente reconocido en el resto de la 

constitución nacional del siglo XX. El papel del Estado. en los primeros bienes 

necesarios. 

Del mismo modo, en definitiva, la Constitución de 1933 amplía el 

tratamiento de los problemas económicos por influencia del constitucionalismo 

social y, por extensión, de normas que arraigan a lo largo del siglo XX. Aunque 

es una ciencia natural, es el resultado del comportamiento humano y, por lo tanto, 

puede ser modificado por reglas organizativas y políticas económicas, que en 

definitiva constituyen la ley económica. 

Asimismo, la constitución económica de 1979 contenía un modelo 

neoliberal, pero con cierta flexibilidad y algunas críticas, dada la medida en que 

se reguló la intervención estatal en la economía. Según él, mitigó el modelo 

neoliberal original. 

Como parte de eso, coincido en que la Constitución de 1993 optó por un 

modelo liberal ortodoxo (Fernández, 2015). Según (Coase, 1988), “han 

desaparecido todos los principios de evaluación que inspiran el sistema 

económico, así como la justicia social proclamada en la Carta de 1979” (p. 86). 

Así que estamos ante el modelo liberal clásico. Si bien se autodefine como una 

"economía social de mercado", este adjetivo es un adjetivo "social" que forma 

parte del Consejo Constitucional Democrático sin ningún debate significativo. , 

la mayoría del Congreso se opuso a que se incluyera en la constitución, en 

realidad esta calificación no se traduce en resultados concretos en el campo de la 

constitución. 
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Pero más allá de la dirección de la constitución de cada país, la verdad es la 

constitución económica histórica del Perú, el aspecto económico que 

inevitablemente ha sido abordado en la constitución peruana, especialmente 

desde la constitución de 1933. La economía, la propiedad privada, la libertad 

comercial e industrial, el monopolio, la protección comercial y del consumidor, 

los impuestos y el presupuesto, la moneda y la banca y los recursos naturales están 

cubiertos por la constitución nacional, entre otras cosas. 

 
2.2.3.1. Concepto de Constitución Económica 

 
(Ariño, 2003) la crítica al concepto de economía constitucional converge en 

que tal concepto se debe a la distinción teórica entre estado y sociedad, es decir, 

la separación de la constitución económica de la comunidad política dentro de la 

sociedad en su conjunto. En este contexto se requiere una ubicación de corpus 

normativo para regular el ámbito económico al abordar los conceptos que se 

analizan desde un punto de vista jurídico positivo. 

 
Después de eso, el legislador responde y eleva la realidad económica a los 

términos de la ley, pero es cierto que el legislador no cree, pero está convencido 

de que el pensamiento económico “sabe” y la ley “reconoce”. Pero la 

heterogeneidad del contenido recogido en la constitución de esta manera debe 

reconocernos el derrumbe del principio de unificación de la constitución. 

 
Entender la constitución económica en un sentido jurídicamente positivo 

proporciona un elemento importante para su negación, o conduce a una visión 

contradictoria de la constitución jurídica y política, por lo que se eliminan todas 

sus nociones de factibilidad. Por ello, la economía constitucional asume que se 
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trata de una predicción normativa que existe en las alternativas para un 

determinado sistema económico. No es una aceptación conceptual de la cantidad 

jurídicamente positiva la que define un determinado orden económico, sino el 

compromiso normativo que surge del modelo económico que es "descubierto" 

por el conocimiento económico. 

 
Luego agregó el autor Ramírez sostiene que el orden económico es 

“realidad natural descubierta” y que el conocimiento crece y es indeterminado. 

Entonces, este conocimiento real adquiere una función normativa respecto del 

ordenamiento jurídico en el que pretende implementarse. En consecuencia, una 

sola estructura jurídica corresponde a un cierto saber económico y armoniza el 

orden "descubierto" de la economía con las posibles garantías de libertad 

económica individual que el derecho debe promover. 

 
Esta invectiva no oculta el hecho de que la economía constitucional debe 

imaginar un determinado modelo; así “la economía se descubre, y sólo hay que 

tratar de ver cómo es su funcionamiento; es cierto que puede tratarse de un tipo 

de conocimiento aplicado, más eso no obsta a que las reglas de la economía sean 

dinámicas, lo mismo que la actuación que en ella corresponde a sus actores” 

(Ossorio y Florit, 2010). 

 
La constitución económica es el resultado de los acuerdos políticos de los 

ciudadanos y se encuentra en las constituciones democráticamente motivadas. Por 

lo tanto, el modelo económico no está exento de las restricciones que los 

soberanos políticos quieren lograr con sus mayores estándares. Es cierto que la 

seguridad y la estabilidad son deseables para la convivencia de una sana 
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democracia, pero esto se da desde distintos niveles de la constitución económica, 

teniendo en cuenta los perfiles que da la ciudadanía en cada momento histórico. 

 
En este contexto, la economía constitucional, tal como la entendemos hoy, 

señala que es principalmente el resultado de las etapas históricos que ocurrieron 

después de la Segunda Guerra Mundial y el resultado de una reacción al 

liberalismo radical. Del siglo XIX, que también enfatiza la diferencia entre una 

constitución económica formal y otra constitución importante. La primera 

constitución se refiere a un orden constitucional explícito en materia económica, 

y la segunda constitución es un sistema complejo que vincula la economía con el 

derecho. 

 
Por consiguiente, una forma de definir la constitución económica la de un 

"orden económico", "sistema económico" o "modelo económico": el contenido 

de la constitución y la organización sistemática conceptualmente más allá de 

ellos. Sin embargo, hay un tema específico que lleva a la economía de derecho. 

Entre estos, ciertos derechos y alternativas a la política económica destacan que 

el texto de la constitución puede aceptar o rechazar todo lo que le da a la 

constitución un contenido más o menos neutro frente a un determinado modelo. 

 
Apuntando a lo anterior, cabe señalar que otros autores destacan que la 

finalidad principal de la constitución económica es la búsqueda de la seguridad 

y/o confirmación del programa. Por un lado, la constitución está organizada como 

una zona de seguridad. Por ello, ciertas partes del sistema económico que se 

consideran amenazadas por presiones sociales y propuestas radicales se organizan 

como "garantías institucionales". Por ejemplo, una prohibición constitucional de 

los déficits nacionales. Pero, por otro lado, dado que la constitución se utiliza para 
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confirmar los programas de reforma social, la constitución graba métodos y 

formas para transformar la economía. 

 

 

 

 
Se añade, sin embargo, que la existencia de la constitución económica tiene 

un tercer motivo. Tiende a llegar a un compromiso entre las dos constituciones 

anteriores y confirmar que no fue la intención. No es ni una descripción de lo que 

existe ni una descripción dinámica. Pero quienes buscan alcanzar estos objetivos 

a través de la economía constitucional se enfrentan a valores controvertidos y 

radicales cuando no están sujetos a las reglas económicas más básicas, en lugar 

de abordar la escala económica real. Masu: La economía constitucional ha sido 

acusada de duplicar las controversias del absurdo y la retórica. 

 
Sin embargo, estas fórmulas constitucionales no parecen afectar la práctica 

política y jurídica de la Constitución. En unos casos, debido a este malentendido, 

en otra rara vez se añade su sentido normativo al modelo derivado del orden 

económico. De hecho, “la Constitución es elemento principal de aquel orden, pero 

sólo parcial, por lo que se postula la necesidad de un modelo económico 

determinado en una Constitución, sea implícita o explícitamente, junto a los 

condicionamientos propios de su inserción en un espacio geográfico y temporal” 

(Carrasquilla & Correa, 2004, p.103). 

 
Como se puede ver, la dirección política estuvo condicionada por una 

interpretación de lo que debería ser una economía constitucional. Por el momento, 

hay quienes parten de la adopción de una constitución y reclaman que esta debe 

ser neutral. Sin embargo, algunos señalan que la neutralidad económica no es 
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posible debido a la convivencia social. A su vez, algunos le otorgan a la nación 

un papel correctivo en la economía ante el surgimiento del liberalismo que quiere 

imponerse sin restricciones. Algunos, en cambio, prefieren el papel auxiliar del 

Estado, que se remonta a los signos económicos típicos del siglo XIX. Esto 

confirma que la economía, como el resto de la realidad, no es ajena a la 

Constitución. Socialmente no es un extraterrestre. La Constitución no es sólo una 

norma básica, sino también una norma básica para todo el ordenamiento jurídico. 

 
Entonces no solo es la constitución política (nacional), por el contrario es 

una constitución estatutaria (nacional). Por ello, en el campo de la economía, la 

Constitución hoy amplía mucho su campo normativo al establecer los principios 

rectores del sistema económico y determinar la posición de los sujetos privados y 

del poder público en dicho sistema. En el mejor de lo escenarios: 

“no caben dudas de que la operatividad de una Constitución 

económica sea clave para el desarrollo económico de una sociedad. Si 

bien los efectos concretos dependen de la ideología a la que responda 

el modelo que proponga un programa político, pareciera que en la 

dialéctica capitalismo- socialdemocracia, mercado-regulación estatal, 

una propuesta que relativice el mercado y permita la actuación del 

Estado como agente económico, es el mejor sistema para el desarrollo 

pacífico y en libertad de una comunidad” (Durand, 2016, p. 81). 

 
No obstante, como ha señalado (Ariño, 2003), la constitución económica de 

los estados sociales ha sufrido un cierto declive en los últimos años, básicamente 

producto del abandono de las premisas de las constituciones de Europa. También 

florecen propuestas encaminadas a limitar la capacidad de endeudamiento del 
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sector público y limitar el déficit de las administraciones públicas. Todas estas 

son medidas que implican una reforma constitucional. 

 
Pero la economía constitucional no tiene las mismas predicciones de hoy y 

de ayer. Las tensiones creadas por la intervención del gobierno en la economía 

siguen activas. Y esta oposición a la intervención del gobierno de ayer en la 

economía se debió a una reacción al socialismo actual. Pero hoy, ante la falta de 

una respuesta eficaz a la crisis económica mundial, el mero arreglo voluntario de 

la economía no encuentra respuestas suficientes para superarlas, especialmente el 

costo de la crisis en la sociedad. Sección no muy beneficiosa. 

 

 

 

 
2.2.3.2. La libertad de empresa y su sustento constitucional 

 
No es que la Constitución no contemple derechos fundamentales. Esto 

significa un nivel constitucional, un nivel normativo superior a cualquier otro 

ámbito normativo. Por lo tanto, este derecho no puede ser negado. Esto no 

significa que se pueda usar sin restricciones, pero anula la regla que va en contra. 

 
En este caso, es sólo en la valoración técnica del alcance de la norma o 

categoría normativa que se le opone, pues si la norma invalida la ley o 

simplemente la limita a los beneficios, principios superiores. 

 
Por tanto, el derecho a la libre empresa está limitado únicamente por otro 

derecho constitucional, no por un derecho subordinado. Los Estados, las 

sociedades y las personas naturales o jurídicas están obligadas a hacerlo como 

obligación absoluta e ineludible. 
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El derecho de la libertad de empresa, desde su contexto constitucional, es 

sin duda en coyuntura una norma de mayor rango legal; siendo que, como explica 

(Carbajal, 2011); existe una categorización que funciona como "regla según la 

cual hay normas superiores y normas inferiores en rango, de tal manera que las 

superiores condicionan tanto la forma de emisión de las normas (pues dicen quien 

las debe dictar y como) como su contenido (dado que hay jerarquía, las normas 

inferiores deben respetar los mandatos de los superiores)" (p. 43). 

 
Se entiende que la jerarquía normativa identifica que un grupo normativo 

está subordinado a otro grupo normativo; la subordinación y el acatamiento son 

innegables serán la matriz de este plan. 

Si hay una contradicción normativa entre las dos normas, es decir, si hay 

una contradicción entre las dos normas, la norma superior tiene prioridad y la 

norma inferior es el control de difusión o el control concentrado. Por ello, se 

apunta que se constituye "las normas inferiores no deben contradecir a las 

superiores de manera que resulten incompatibles con ellas. Si tal cosa sucediese 

(es decir, en caso de incompatibilidad entre la norma inferior y la superior)” (p. 

86). 

Los criterios superiores entonces tienen prioridad sobre los criterios 

inferiores, que no son aplicados por el control de la proliferación o son declarados 

inválidos por el control centralizado de la jerarquía del sistema legal. 

 
Es este razonamiento que si una norma constitucional, como la libertad de 

empresa, es mantenida, lesionada, violada o vulnerada, se puede recurrir al uso 

de la difusión para proteger, salvaguardar o restaurar derechos. Por mecanismo 

como el control concentrado y difuso; esto se exige en el derecho procesal. Como 
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menciona Marcial Rubio Correo que es a través de los recursos (control difuso) 

en el proceso judicial abierto, o a través de leyes inconstitucionales o a través de 

medidas generales (en el caso del control concentrado). 

 
La libertad empresarial como libertad individual desarrolla, habilita y 

reconoce a las personas como seres libres, seres creativos y proyectivos (Ariño, 

2003). Por tanto, la clase constitucional debe reconocer esta libertad humana 

como condición para desarrollar la creatividad y la proyección humana. 

 
La libertad de empresa debe ser defendida porque no es sólo un derecho, 

sino parte integrante de la empresa y su libertad de acción, desarrollo y 

permanencia; así se "tiene como finalidad la de proveer de bienes y servicios 

necesarios para atender la subsistencia y desarrollo integral de todas y cada una 

de las personas que integran la sociedad" (Carbajal, 2011, p. 103). 

 
Por lo tanto, debemos darle libertad para permitir la existencia, actividad y 

permanencia de una empresa. Estrictamente hablando, la empresa es gratuita y 

rica en contenido. Sin libertad no hay empresa en el sentido estricto de la palabra. 

 
Por lo tanto, el rango constitucional de este razonamiento es un factor que 

posibilita la supervivencia de todo el régimen de vida. Otro factor generador de 

libertad empresarial tiene rango constitucional, utilizando al autor (Flores, 2002), 

que: 

 
"organiza la producción" y diríamos, también organiza la 

distribución, permitiendo que la producción de bienes y servicios que 

no puede o no debe brindar el Estado, puedan si brindarse por la 
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empresa. Recordemos que la empresa atiende la demanda, es decir que 

es el consumidor el que lo requiere, y este no discrimina su necesidad 

por el organismo que produce o debe producir el servicio, sino solo 

demanda su ejecución” (p. 103). 

 
La libertad corporativa es uno de los mayores derechos humanos en una 

sociedad libre democrático-republicana, y su potencial, a través de lo que 

produce, no a través de la demanda, sino a través de la reacción directa. Permitir. 

La máxima expresión, la proyección de esa capacidad y el desarrollo de su 

independencia, es decir, las personas construyen su independencia construyendo 

con su propia cuenta la satisfacción de sus necesidades, haciéndola autónoma y 

desarrollando su personalidad. 

 
Otro factor que recurre o muestra la categoría constitucional de la libertad 

corporativa es que también necesita o tiende a cumplir funciones sociales, es 

decir, tiende a ser de interés público. 

 
(Ariño, 2003), escribe que "es empresa protegida constitucionalmente 

cualquier actividad que pueda constituir un medio de vida. Lo que, a contrario, 

significa que no es un elemento del concepto de trabajo, profesión o empresa que 

se trate de una actividad valiosa socialmente. Por tanto, constituye una actividad 

empresarial dedicarse a adivinar el futuro o a interpretar los sueños" (p. 100). 

 
Recordamos la empresa y su libertad, que proviene de una idea liberal. El 

núcleo es proyectar al individuo a la libertad necesaria para construir el eje real 

de producción que el Estado está obligado a garantizar. 
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La aprobación constitucional de la libertad empresarial pasa primero por la 

aprobación de todas las actividades productivas, transaccionales, de tránsito y 

creativas, incluidos los derechos humanos. La libertad corporativa afecta a los 

individuos, a las personas en determinadas condiciones de producción, ya la 

regulación de las conductas derivadas de estos términos, más que a las entidades 

ficticias oa las sociedades legalmente nombradas. 

 
Cabe aclarar que el texto de la Constitución contiene una declaración de 

que toda persona tiene derecho a la libertad (artículos 2, 24), pero esta declaración 

es la libertad de expresión y de trabajo, los derechos no son específicos. Esto 

muestra un fenómeno específico del comportamiento humano. Por tanto, al no 

estar explícita y específicamente declarada en el marco de los derechos 

fundamentales, pierde la notoriedad y relevancia necesarias para promover o 

evocar el foco de la productividad empresarial de los sujetos obligados. la vida. 

Ser independiente a través de la empresa. La libertad de empresa debe ser vista 

como un derecho fundamental, un derecho irresistible e indiscutible. 

 
Tomando en cuenta al autor (Ariño, 2003) se toma los siguientes formas o 

normas argumentación para “buscar en el ordenamiento jurídico positivo si existe 

una norma valida que lo reconozca", 

 
Para el autor (Ariño, 2003), se connota que “no existen derechos 

fundamentales por naturaleza. Lo que parece fundamental en una época histórica 

o en una civilización determinada, no es fundamental en otras épocas y culturas” 

(p. 133). Pero el derecho a la libertad de una empresa es esencialmente su 

movimiento y desarrollo, ya que el derecho a la libertad de una empresa puede 

vislumbrarse en sentido contrario o como una propuesta negativa. 
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La conciencia de la libertad es el derecho de estos individuos tradicionales. 

Pero la libertad personal no siempre es una máquina que evoca automáticamente 

el desarrollo. Aquí (Coase, 1988) se refiere de forma negativa lo siguiente: “la 

creencia de que el individuo, cuanto más libre, más puede progresar moralmente 

y así promover también el progreso material de la sociedad, se ha revelado 

históricamente falso” (p. 85). 

 
En este entendido, el autor (Ariño, 2003), se sitúa son nuevamente, como 

se piensa, no basta con mostrar ciertos valores últimos y hacerlos indiscutibles e 

irresistibles. Además, aunque estos derechos se reconocen como fundamentales, 

existe el problema de no justificar los derechos como valores fundamentales y el 

derecho a la libertad de empresa. Para protegerlos: 

 
“El problema al que nos enfrentamos, en efecto, no es filosófico sino 

jurídico y, en sentido más amplio, político. No se trata tanto de saber 

cuáles y cuántos son esos derechos, cuál es su naturaleza y su 

fundamento, si son derechos naturales o históricos, absolutos o 

relativos, sino cuál es el modo más seguro para garantizarlos, para 

impedir que pese a las declaraciones solemnes resulten continuamente 

violados” (Coase, 1988, p. 55). 

 
Según (Ibañez, 2011) los derechos fundamentales son “mandatos de 

optimización en el sentido de que su reconocimiento obliga a los poderes públicos 

a maximizar su vigencia dentro de las constricciones que impone la necesidad de 

tener en cuenta la existencia de otros mandatos de optimización representados por 

los otros derechos fundamentales- u otras reglas opuestas” (p. 65). 
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El resultado coherente de esta afirmación es la creación de organismos 

públicos como guardianes del bienestar social, y la realización de la voluntad del 

pueblo, si se decide, una tutela efectiva de estos derechos fundamentales bajo 

sanciones. Y debe ser optimizado. responsabilidad. 

 
Dado que una institución pública es un poder notarial, la posibilidad de 

inconsistencia no es pequeña, pero la posibilidad de hacer cumplir el poder 

notarial es pequeña. 

 
No se trata de justificar de forma operativa el funcionamiento, si no también 

la "optimización", es decir, “propulsar una consecuencia superior a la ejecución 

del acto; no es cumplimiento simple y llano, sino cumplimiento optimizado, 

llevado a la más alta expresión posible, a la mayor extensión o maximización del 

derecho. Eso implicaría que el derecho a la libertad de empresa tuviera un 

fermento proyectivo y maximizado” (Landa, 2012, p. 40). 

 
La libertad para la empresa es un derecho fundamental que mantiene las 

consecuencias lógicas y necesarias de que la libertad empresarial se mantenga en 

la ley. Y sólo pueden admitir que, a través de normas jurídicas, con rango de ley, 

pueden proponer ciertas restricciones. 

 
En estas circunstancias, como refiere el autor (Coase, 1988): "como libertad 

individual es, fundamentalmente, una libertad frente al Estado y no frente a otros 

particulares que, por tanto, no están vinculados por el derecho fundamental del 

otro empresario” (p. 53). No en vano, en la medida en que lo permite la 

Constitución, todos los poderes públicos están obligados a proteger, por lo que 
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los legisladores deben proteger los derechos fundamentales de todo ciudadano de 

la actuación de terceros. 

 
Proponer la libertad empresarial como una forma de ganar autosuficiencia 

puede ser un buen argumento para convertirla en un derecho fundamental, pero 

cuando se va más allá de este medio de autosuficiencia y actividades, la libertad, 

el ejercicio es cuestionable. La empresa es más bien un mecanismo de lucro. En 

otras palabras, es un mecanismo para lograr más de lo que necesitas para 

sobrevivir. Esto claramente entra dentro de otro derecho, el derecho a la iniciativa 

privada, pero no lo es: “demás declarar que existen la iniciativa privada supone 

en principio la capacidad y posibilidad, e intención nacida de la propia voluntad, 

es decir, que no existe ningún otro motor, fuerza, condición que la haya provocado 

más que la propia voluntad” (Ibañez, 2011, p. 76). 

 
Este punto es también observado por (Ariño, 2003) refiriendo que “si la 

libertad es la libertad para ganarse la vida, parecería que se abandona cuando la 

actividad económica desarrollada excede con mucho la obtención de los medios 

de vida de una persona, y en esa medida, no supone una forma de desarrollo de 

su propia personalidad" (p. 61). 

 
Pero entrarán en una iniciativa financiera privada. Esto define una nueva 

área que va más allá del área de la personalidad. Sin embargo, el desarrollo de 

una iniciativa económica privada no puede ser un obstáculo o un factor para el 

derecho a la libertad de una empresa como derecho fundamental. Porque en el eje 

de referencia no se encuentra ni la economía personal ni su iniciativa sobre este 

rublo. Esta ya no es un área para la supervivencia, pero además de esto, debe 

existir en otras áreas que ofrezcan beneficios, es decir, usabilidad o rentabilidad, 
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pero autonomía, independencia humana. Además de la gran necesidad de 

supervivencia para desarrollarse. 

 
Así, los mismos autores escriben, en pro de estas ideas, 

 

 
"el reconocimiento especifico de la libertad de empresa por nuestra 

Constitución avala la idea de que se otorga protección constitucional 

a la realización libre de las actividades económicas sin subordinar tal 

protección a la existencia de una conexión personal entre la actividad 

y el individuo que la realiza porque, para conseguir tal resultado, 

hubiera bastado con el reconocimiento de la libertad de profesión y de 

trabajo" (Sumar, 2018, p. 43). 

 
Ser la base de toda libertad comercial le brinda no solo lo que necesita para 

ser autosuficiente, sino más allá, por supuesto, sin perturbar la vida financiera de 

los demás. Ante todo, el reconocimiento de la libertad de empresa significa 

también el reconocimiento del derecho a emprender iniciativas privadas; que el 

autor señala (Coase, 1988), "pertenece a la Constitución Económica; es decir, al 

grupo de normas constitucionales que regulan la vida económica del país en su 

máximo grado jerárquico" (p. 100). 

 
Por ello debemos comprender que según el autor (Ariño, 2003) tiene 

elementos que se pueden incorporar en si siguientes escenarios, bajo parámetros 

consecutivos: 
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 El derecho a realizar y desarrollar determinadas actividades económicas; 

esto significa que usted elige en qué área comercial trabaja. Esto tiene que 

contexto y desarrollo de la libertad. 

 
 Completa autonomía: Esto significa que la decisión de realizar y 

desarrollar actividades económicas es libre respecto de la persona jurídica; 

como sabemos, la libertad dentro del estado de derecho moderno se define 

como "no hay obligación de hacer lo que la ley no prescribe, y no nos 

impide hacer lo que no está prohibido". 

 
 La libre iniciativa representa la asignación de bienes a actividades 

productivas. Estos bienes están afectados por la libertad constitucional y 

el ejercicio de los derechos constitucionales y deben ser debidamente 

protegidos. 

 
 Una iniciativa privada libre le permite dedicar sus bienes tanto a la 

producción como al intercambio. Por eso hablamos de libertad 

corporativa, comercial e industrial, que se identifica por sus 

características. 

 
 Se tiene a la iniciativa privada significa beneficiarse del trabajo realizado; 

así mismo, la ganancia o beneficio material es parte de ese derecho. 

 
Este se constituye cuando se toma en cuenta que: "el derecho de emprender 

y desarrollar la actividad económica de su preferencia, lo que supone elegir el 

giro dentro del cual trabajara. Esto tiene que ver con el ámbito de la libertad" 

(Ariño, 2003, p. 81) 
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Si bien se declara esta afirmación, se entiende "lo que podría hacer el ser 

humano" (Ghersi, 2016, p. 31); porque no todos pueden elegir qué dirección o 

actividad económica desarrollan, por lo que no siempre es posible verificarlo 

realmente. La premisa es cierta si el individuo puede tomar decisiones en todas 

las situaciones. Pero no es así, sino que en realidad la premisa de tener iniciativa 

privada, y por ende libertad empresarial, es falsa e incorrecta. 

 
Las causas de estas imprecisiones se pueden encontrar en muchos factores, 

desde los que se reflejan en la realidad económica de las personas hasta las 

condiciones culturales creadas a través de la educación. Y una empresa libre. 

 
2.2.3.3. Tribunal Constitucional y el derecho de libertad de las empresas 

 
El TC peruano, en reiterada jurisdicción uniforme, desarrolló el contenido 

esencial de las llamadas libertades económicas que integran el sistema económico 

de la Constitución de 1993 - libertad de contrato, libertad de comercio, libertad 

de mí. Iniciativa, libre competencia, etc. - La dimensión real porque los límites 

del poder nacional sólo pueden entenderse bajo los principios rectores de un 

determinado tipo de Estado y el modelo económico que sigue. 

 
En el caso del Perú, esto se debe a que la controversia sobre estas libertades 

es el ámbito del derecho social y democrático (artículo 43 de la Constitución) y 

el mercado socioeconómico (artículo 58 de la Constitución). En la economía 

social de mercado, el derecho a la libre empresa, junto con el derecho a la libre 

iniciativa privada, el libre comercio, la libre industria y la libre competencia, son 

considerados como la base del desarrollo económico y social de un país, una 

sociedad democrática y multidimensional. De acuerdo con este concepto, la 
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Constitución reconoce claramente la diversidad económica en el artículo 60, y la 

empresa se caracteriza por promover el desarrollo y mantenimiento de la 

economía nacional (STC 01963-2006-AA/TC). 

 
En este contexto, la libertad de empresa es un derecho fundamental para 

garantizar que todas las personas participen en la vida económica del Estado, y la 

autoridad pública no sólo debe respetar, sino orientar, inspirar y promover en 

consecuencia en los artículos 58 y 59 de la constitución. 

 
A tales efectos, los Estados podrán crear o crear barreras que impidan o 

restrinjan el libre acceso a los mercados de bienes y servicios, y efectos que 

restrinjan, impidan, restrinjan o distorsionen la libre competencia. La práctica 

debe ser eliminada. Desarrollar y establecer todos los mecanismos legales 

necesarios para proteger la libre competencia. Por ello, el artículo 61 de la 

Constitución permite al Estado: (a) promover y vigilar la libre competencia; b) 

Métodos de control que restrinjan la libre competencia. c) Combatir el abuso de 

posición dominante o de monopolio. 

 
Cuando el artículo 59 de la Constitución reconoce el derecho a la libertad 

de empresa, no sólo otorga a todos la libertad de constituir una empresa (libertad 

para establecer una empresa), y por lo tanto la libertad de actuar en el mercado 

(libertad). Garantizado. Establecer el objeto propio de la empresa (libertad de 

organización empresarial) así como (libre acceso al mercado), y controlar y 

planificar sus actividades (libertad de control de la empresa) teniendo en cuenta 

sus recursos y las condiciones del mercado. Usted también puede. El mercado y 

la libertad de cerrar o cerrar el mercado. 
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Como buena explicación, la constitución garantiza el inicio y 

mantenimiento de la empresa en condiciones de libertad a través del derecho de 

libertad de la empresa. Asimismo, la protección de la ejecución, ejercicio o 

duración de las actividades empresariales y de los actores económicos en el 

mercado, así como la existencia de la empresa, en igualdad de condiciones. 

 
En primer lugar, no restringe ni restringe la libertad de los demandantes 

para constituir una sociedad de sus derechos. Se trata de una sociedad ya 

constituida (sociedad de responsabilidad limitada), y su objeto social es cerrar 

para hacer. 

 
Del mismo modo, el artículo impugnado no prohíbe al actor iniciar una 

actividad económica lícita mediante el establecimiento de una nueva empresa o 

la adquisición de una empresa existente, y también el sector económico para el 

desarrollo. No está excluido. Iniciativa empresarial. 

 
El artículo 61 de la Constitución establece que "el Estado promoverá y 

vigilará la libre competencia". Puede definirse como la coexistencia de varias 

ofertas en las áreas de producción, servicio o comercialización de productos 

similares por parte de un número incierto de actores económicos. 

 
En este entendido, existe una facultad que plantea un mecanismo reciproco, 

que planteado el Tribunal Constitucional, en la siguiente sentencia: STC 0018- 

2003-AI/TC): 

 
 Acceso de la empresa a la libre determinación a la actividad económica. 
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 Autodeterminación para elegir circunstancias, métodos y formatos 

(calidad, modelo, volumen de producción, etc.) para realizar actividades 

económicas 

 Competencia de igualdad frente a la Ley. 

 

 

 
 

En cuanto al contenido de este derecho, la norma en cuestión no obliga al 

fabricante a prohibir el cierre de prendas de vestir para que puedan seguir 

funcionando y ser excluidas del mercado en el que se desarrollan. De igual forma, 

no prohíbe el ingreso de nuevos agentes al mercado manufacturero ni la creación 

de condiciones subjetivas para el ingreso a un mercado manufacturero cerrado 

irrazonable o desequilibrado. Por tanto, no se considera que haya afectado a la 

libre competencia en sus aspectos esenciales. Libre acceso al mercado. 

 
El artículo en cuestión, por otra parte, no impone obligaciones por un lado 

ni prohibiciones por el otro, y no restringe la libertad de inversión de las empresas 

dedicadas a la fabricación cerrada. Del mismo modo, debe tenerse en cuenta que 

esta regla no excluye ni controla la libertad de formación de precios en mercados 

cerrados. Por tanto, tampoco se considera afectada la libre competencia. 

 
En cuanto al sentido normativo del artículo en análisis, el mismo no afecta 

directa o indirectamente la libertad de acción y elección del consumidor, creando 

un mercado libre, competitivo y transparente para la fabricación de tapones. No 

restrinja, restrinja o manipule o elimine el mercado de oferta y demanda por 

cierre. Por tanto, también deben desestimarse las alegaciones de vulneración del 

alcance del artículo 61 de la Constitución. 
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En la jurisprudencia del Tribunal Constitucional sobre los principios de la 

libertad de empresa, la sentencia es de fecha 11 de noviembre de 2003, dictada en 

el expediente N.º 0008-2003-AI/TC. Libertad de empresa, comercio e industria 

en los siguientes términos: 

 

 

 
Este concepto “se define como la facultad de poder elegir la organización y 

efectuar el desarrollo de una unidad de producción de bienes o prestación de 

servicios, para satisfacer la demanda de los consumidores o usuarios”. Más 

adelante añade: “Consecuentemente, dicha libertad debe ser ejercida con sujeción 

a la ley, siendo sus limitaciones básicas aquellas que se derivan de la seguridad, 

la higiene, la moralidad o la preservación del medio ambiente, y su ejercicio 

deberá respetar los diversos derechos de carácter socioeconómico que la 

Constitución [Política del Perú] reconoce”. 

 
La libertad empresarial se refiere a la capacidad exacta para realizar 

negocios (concepto marco, soporte del derecho comercial moderno), que incluye 

una variedad de factores heterogéneos (capital, mercancías, trabajadores, activos 

intangibles, etc.) Debe comprender que implica organización) Para la producción 

o comercialización de bienes o la prestación de servicios. Eres libre de realizar 

conciertos en este orden, pero debes prestar atención a la seguridad de tu 

audiencia. 

 
El comercio bajo la perspectiva de libertad es “la facultad de elegir la 

organización y llevar a cabo una actividad ligada al intercambio de mercaderías 

o servicios para satisfacer la demanda de los consumidores o usuarios. Debe 

ejercerse con sujeción a la ley” (Expediente numero 0008-2003 por proceso de 
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inconstitucionalidad por parte del Tribunal Constitucional). Luego agrega: “Tal 

libertad supone el atributo de poder participar en el tráfico de bienes lícitos, así 

como dedicarse a la prestación de servicios al público no sujetos a dependencia o 

que impliquen el ejercicio de una profesión liberal” (Expediente numero 0008- 

2003 por proceso de inconstitucionalidad por parte del Tribunal Constitucional) 

 
Como parte de esto, la libertad de comercio se refiere a la posibilidad de 

realizar actividades comerciales (conceptos limitados con respecto a los primeros, 

soporte del derecho comercial tradicional) que sólo son relevantes para la 

comercialización (de bienes o servicios). Por lo tanto, usted tiene la libertad de 

vender bebidas alcohólicas, pero no puede venderlas a menores de edad. 

 
La industria desde la perspectiva de libertad es la facultad de elegir y obrar, 

según propia determinación, en el ámbito de la actividad económica cuyo objeto 

es la realización de un conjunto de operaciones para la obtención y/o 

transformación de uno o varios productos” (Expediente N.º 0008-2003-AI/TC). 

Finalmente, la libertad industrial muestra el poder de realizar una actividad 

industrial (también un concepto limitado) que solo se refiere a la producción (de 

mercancías). En ese sentido, tienes la libertad de fabricar medicamentos, pero 

debes respetar las normas establecidas por las autoridades sanitarias. 

 

 

 
- Dogmática del derecho a la libertad de empresa: 

 

 
El artículo 59, 1 de la Constitución establece que el Estado estimula la 

creación de riqueza y garantiza la libertad de trabajo y la libertad de empresa, 

comercio e industria. Esta norma no difiere mucho de un diseño como la 



60 
 

Constitución de 1979, donde el éxito del desarrollo económico parece centrarse 

más en el comportamiento nacional que en el comportamiento individual. 

 
“Ello ocurre porque la promoción del desarrollo económico y social – y el 

estímulo de la riqueza - deben ser efectuadas básicamente por el mercado y no 

por el Estado, el cual debe limitarse a corregir las imperfecciones en el mercado” 

(Guzmán, 2010, p. 33). 

 
La constitución no especifica cómo un país debe estimular la creación de 

riqueza. No define si el estímulo es directo o consiste en remover los obstáculos 

que impiden el desarrollo real de los negocios, especialmente los creados por el 

propio país. Como barrera burocrática. 

 
Encontramos que la libertad de empresa, especialmente la libertad de 

empresa, es la base de una economía de mercado porque es un derecho 

constitucional. “La libertad de empresa es el mecanismo a través del cual el ser 

humano hace efectiva su deseo de procurar satisfacer necesidades de los demás a 

través de la actividad empresarial y con un legítimo afán de lucro” (Guzmán, 

2013, p. 173). 

 
En este sentido, la libertad de empresa debe separarse claramente de la 

libertad de empleo, que se trata por separado. La libertad de trabajo está 

directamente relacionada con la prestación de los servicios que realizan las 

personas, especialmente las que son subordinadas. De la misma manera, tienes la 

libertad de trabajar elementos negativos y positivos, siempre y cuando tengas la 

libertad de no ser forzado a trabajar o dejar de hacerlo mal; “y a la vez, la de elegir 

el trabajo que un prefiera y desempeñarlo libremente dentro del marco establecido 
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por el ordenamiento jurídico, incluido el establecido por el empleador” (Guzmán, 

2010, p. 111). 

 
Ahora bien, a nivel constitucional, se reconoce en el expediente Nro. 0011- 

2013 PI/TC, referenciado por parte del Tribunal sobre el derecho de libertad de 

empresa. 

 
Ante esto, sólo podemos preguntarnos si el derecho al libre comercio es 

realmente un derecho fundamental. Para responder a lo anterior, cabe señalar que 

esta pregunta puede responderse de dos maneras. Primero, cuando estudiamos el 

derecho a la libertad de empresa desde una perspectiva positiva, decimos que no 

es un derecho fundamental, porque no forma parte de nuestro catálogo 

constitucional de derechos fundamentales (primero). Capítulo: Derechos 

humanos fundamentales, Título I: Derechos humanos y sociales) no pueden ser 

considerados como tales. 

 
En segundo lugar, al abordar el derecho a la libertad de empresa, desde el 

punto de vista de la interpretación, podemos afirmar que efectivamente se trata 

de un derecho fundamental. Independiente de la independencia de los ciudadanos 

del estado y, en última instancia, para garantizar la dignidad humana ". 

 
Si seguimos ahora al maestro Luigi Ferrajoli, podemos decir que el derecho 

al libre comercio cumple la característica estructural de que el derecho debe ser 

considerado como un derecho fundamental. Estos son la universalidad, la 

igualdad, la inaccesibilidad, la atribución legítima y, por lo general, el rango 

constitucional. En nuestra opinión, la Corte Constitucional, que señala como 
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derecho fundamental el derecho a la libertad de empresa, tomó una posición de 

interpretación y así siguió el razonamiento del docente (Ferrajoli, 2014). 

Para delimitar el contenido esencial de este derecho fundamental, apelamos 

a la sentencia No. 3330-2004 emitida por la Corte Constitucional. 

 
“El contenido de la libertad de empresa está determinado por cuatro tipos 

de libertades, las cuales terminan configurando el ámbito de irradiación de la 

protección de tal derecho. 

 
- En primer lugar, la libertad de creación de empresa y de acceso al mercado 

significa libertad para emprender actividades económicas, en el sentido de libre 

fundación de empresas y concurrencia al mercado. 

 
- En segundo término, la libertad de organización contiene la libre elección 

del objeto, nombre, domicilio, tipo de empresa o de sociedad mercantil, facultades 

a los administradores, políticas de precios, créditos y seguros, contratación de 

personal y política publicitaria, entre otros. 

 
- En tercer lugar, está la libertad de competencia. 

 

 
- En último término, la libertad para cesar las actividades es libertad, para 

quien haya creado una empresa, de disponer el cierre o cesación de las actividades 

de la misma cuando lo considere más oportuno”. 

 
Esta sentencia subraya a fondo el contenido esencial del derecho al libre 

comercio en el Perú. Cabe señalar que las posteriores resoluciones de la Corte 

Constitucional que tratan sobre este derecho fundamental se basan en esta 

resolución. Hay un caso: No. 01405-2010-PA/TC, nº 03116-2009-PA/TC y nº 
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0011-2013-PI/TC convocatoria sentencia nº 3330-2004. Nuestro Tribunal 

Constitucional señala que son cuatro las libertades que constituyen el contenido 

esencial del derecho a la libertad de la empresa. 

 
2.3. Delimitación conceptual 

 

2.3.1. Derecho fundamental a la libertad de empresa 

 

De acuerdo al autor (Ghersi, 2016) “es la facultad de poder elegir la 

organización y efectuar el desarrollo de una unidad de producción de bienes o 

prestación de servicios, para satisfacer la demanda de los consumidores o 

usuarios. […] Tiene como marco una actuación económica auto determinativa, lo 

cual implica que el modelo económico social de mercado será el fundamento de 

su actuación, y simultáneamente le impondrá límites a su accionar” (p. 44). 

 

2.3.2. Libre iniciativa privada 

 

Consiste en el predominio de la empresa privada, libre empresa o sector 

privado de la economía sobre el sector público y el intervencionismo del Estado; 

en el predominio de la propiedad privada (libre propiedad o propiedad individual) 

sobre la propiedad pública; y en la libertad económica o libre competencia 

(Ochoa, 2011, p. 73). 

 

2.3.3. Régimen constitucional económico 

 

El régimen económico de nuestra carta constitucional “es uno que se 

instala dentro del marco de la libertad económica, tomando como punto de partida 

la vigencia de la denominada economía social de mercado, concepto que no puede 

considerarse ajeno a la Constitución de 1993, en actual vigencia, por más liberal 
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que sean las determinaciones constitucionales frente a la Constitución de 1979” 

(Quiroga, 2011). 

 

Por ello, se han adoptado una serie de disposiciones legales tendientes a 

reformar diversos marcos para el desarrollo económico, como la ley marco para 

el crecimiento de las instituciones y actividades económicas y el Decreto N° 

25868. Se crea el INDECOPI. 

 

2.3.4. Barreras burocráticas 

 

“Las trabas burocráticas por esa definición obstaculizan 

injustificadamente el libre mercado y son incompatibles con las políticas 

económicas del art. 58° y 61° en la constitución política del estado. Es función de 

la CAM controlar a los organismos gubernamentales para que no violen estas 

normas y en consecuencia no incluyan "obstáculos burocráticos" en sus acciones” 

(Quiroga, 2011) 
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CAPÍTULO III 
 
 

 

 
3.1. Método de investigación 

METODOLOGÍA 

 
 

En esta tesis, se utilizó los métodos inductivo y deductivo. 

 

Consideramos que es un método inductivo porque pretendemos llegar de lo 

particular a lo general; es decir, los resultados que se pueden encontrar en observaciones 

y/o barreras burocráticas en un expediente y en un municipio determinado, son prácticas 

y procedimientos que se aplican en otras solicitudes y en otros municipios. Asimismo, 

decimos que es deductivo porque al momento de hacer el análisis y la interpretación de 

la normativa que regula la instalación de infraestructura en telecomunicaciones (Ley 

29022), y su aplicación obligatoria a nivel nacional, se va del aspecto general a lo 

particular (La norma es de rango general y el expediente específico). 

 

Fue importante considerar las variables de investigación que se muestran como 

temas de investigación importantes y utilizarlas en este estudio, para poder desarrollar 

conceptos y teoría abstracta, tanto, a partir de la inducción como de la deducción. 
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El enfoque de la investigación es mixto, porque los resultados del estudio se 

generalizan, lo cual es una característica del enfoque cuantitativo; mientras que, de la 

parte cualitativa, recoge el análisis documental e interpretación de los expedientes. 

 

3.2. Tipo de investigación 

 

Explicativo, y por su naturaleza, la presente tesis tiene un enfoque jurídico- 

dogmático; decimos jurídico porque se realiza la interpretación y análisis de la normativa 

vigente, y dogmático porque recurrimos a la doctrina para interpretación y definiciones 

jurídicas. 

 

3.3. Nivel de investigación 

 

Para esta tesis, el nivel fue explicativo, debido a que en el desarrollo de la presente 

investigación pretende explicar las razones y fundamentos de la existencia de las barreras 

burocráticas y la afectación a la libertad de empresa. 

 

Así, el estudio identificó los componentes más relevantes para realizar el estudio y 

describió las variables en cuanto a sus características y peculiaridades. 

3.4. Diseño de investigación 

 

El diseño de la investigación es No experimental, ya que no existe la manipulación 

de las variables, siendo transversal-transeccional porque se recoge toda la información 

en un solo momento (Actuados del expediente administrativo). Mientras que la 

longitudinal es el recojo de información en diferentes momentos, hecho que no se aplica 

en la investigación. 
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3.5. Población y muestra 

 

3.5.1. Población 

 

Debido al carácter mixto, se ha tomado como población 5 expedientes 

administrativos que tramitaron la solicitud de instalación de infraestructura. 

3.5.2. Muestra 

 

Asimismo, debido al carácter mixto del estudio, se considera el total de la 

población como muestra, es decir 5 expedientes. 

3.5.2.1. Tipo de Muestreo: Se considera el tipo de muestreo NO 

PROBABILISTICO – INTENCIONAL debido a que se tomó de 

manera deliberada el análisis de cinco expedientes. 

3.6. Técnicas e instrumentos de recolección de datos 

 

3.6.1. Técnicas de recolección de datos 

 

Se ha tomado para este acápite, la técnica de análisis documental – expedientes; 

porque en la revisión de los mismo han sido revisados de acuerdo con las 

variables. 

3.6.2. Instrumentos de recolección de datos 

 

Se ha considerado como instrumento de investigación el cuadro de 

almacenamiento y análisis de expedientes administrativos, así como los diferentes 

tipos de fichajes, para la recolección de información teórica. 
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3.7. Técnicas de procesamiento y análisis de datos 

 

El procesamiento y análisis de datos utilizado en este estudio se consideró utilizar 

únicamente un procesamiento descriptivo para su desarrollo, basado en criterios 

dogmáticos que describen este aspecto problemático con base en la doctrina y el derecho. 

Identificar sobre los requisitos adicionales solicitados por las entidades al momento 

de efectuar el trámite, para la aprobación de la solicitud de instalación de infraestructura 

de telecomunicaciones que se requieren en las municipalidades al momento del 

procedimiento. 

Registrar todos los detalles obtenidos de los expedientes en el cuadro de 

almacenamiento de información. 

Analizar cada uno de los datos conforme al cuadro de almacenamiento de la 

información. 
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CAPÍTULO IV 

 

 

RESULTADOS 
 

 

4.1. Presentación de resultados 

 

En la presente se expone el análisis de los casos adjuntados, a efectos de poder 

evaluar cuál ha sido la decisión administrativa de la entidad municipal sobre el petitorio 

de instalar infraestructura en telecomunicación, evidenciándose la vulneración del 

derecho a la libertad de empresa: 

 

 
Nro. Nro. DE 

 

EXPEDIENTE 

OPINIÓN DEL INVESTIGADOR 

01 1716689 - 2018 Según la ley 29022 Ley de fortalecimiento de la expansión de 

infraestructura en telecomunicaciones la empresa 

concesionaria de telecomunicaciones debe realizar la solicitud 

mediante formato FUIIT (Formulario Único de Instalación de 

Infraestructura de Telecomunicaciones), mediante el cual la 

solicitud es de aprobación automática; sin embargo la 
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  municipalidad de El Tambo después de 3 días emite una 

liquidación estableciendo los montos que supera lo establecido 

en la norma, que es de el pago máximo equivalente a 1 UIT 

(S/ 4,150.00). 

Queda demostrado la configuración de la barrera burocrática, 

no solo en el desconocimiento de la aprobación automática, 

sino también el cobro excesivo del monto límite establecido 

por ley. 

02 173135 - 2018 La empresa presenta su solicitud FUIIT el día 12 de julio del 

2018, sin embargo, mediante informe del técnico verificador 

de la municipalidad el día 24 de diciembre solicita la entrega 

de documentaos adicionales a lo establecido en la norma, es 

más según la ley, toda observación se debe realizar antes de 

sellar el cargo. 

Queda demostrado la configuración de la barrera burocrática, 

no solo en el desconocimiento de la aprobación automática, 

sino también el cobro excesivo del monto límite establecido 

por ley. 

03 42743 - 2018 Mediante FUIIT se solicita la autorización el día 12 de Julio 

2018, sin embargo con fecha 17 de julio, se emite una 

liquidación de pago, condicionado al avance del trámite 

correspondiente, queda demostrado la barrera burocrática. 

Queda demostrado la configuración de la barrera burocrática, 

 

no solo en el desconocimiento de la aprobación automática, 
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  sino también el cobro excesivo del monto límite establecido 

 

por ley. 

04 228526 - 2019 La municipalidad de El Tambo, luego de recepcionar la 

solicitud FUIIT, emite una liquidación por el monto de S/ 

20,562.00. lo que indica claramente superior a la UIT. 

Determinando de esta manera barrera burocrática. 

Queda demostrado la configuración de la barrera burocrática, 

no solo en el desconocimiento de la aprobación automática, 

sino también el cobro excesivo del monto límite establecido 

por ley. 

05 235004 - 2019 Similar al caso anterior la municipalidad emite una liquidación 

de pago por la suma de S/ 108,180.00, demostrando de manera 

clara la barrera burocrática por cobro excesivo. 

Queda demostrado la configuración de la barrera burocrática, 

no solo en el desconocimiento de la aprobación automática, 

sino también el cobro excesivo del monto límite establecido 

por ley. 

 

4.2. Contrastación de la hipótesis 

 

 
4.2.1. Contrastación de hipótesis general 

 
 

“Las barreras burocráticas impuestas por los funcionarios afectan al derecho a 

la libertad de empresa, para la instalación de infraestructura de 

telecomunicaciones, en la Ciudad Metropolitana de Huancayo en los años 2017 

y 2018”. 
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De conformidad con lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley N° 28996, Ley 

para eliminar los sobre costos, barreras y Restricciones a la Inversión Privada; ha 

visto definir a las barreras burocráticas como los requisitos, prohibiciones y/o 

tarifas para la realización de las actividades que se dieron por las entidades 

locales. 

 

Sin embargo, no todos los obstáculos o barrera burocráticos resultan ser 

ilegales o irrazonables, pues muchos configuran únicamente restricciones al 

adecuado desarrollo de las actividades económicas, como los permisos que otorga 

la defensa civil para garantizar que las instalaciones cumplan con las normas de 

seguridad como etapas preliminares. Para otorgar un permiso a las autoridades 

locales para discotecas, es importante que la instalación cuente con todas las 

medidas de seguridad requeridas para proteger la privacidad de las personas que 

visitan la instalación y el personal que trabaja allí. 

 

Por lo tanto, esta barrera burocrática a la actividad económica es positiva 

para los mercados que buscan proteger a las sociedades en lugar de constituir 

medidas ilegales o irrazonables que obstaculicen la inversión privada. 

 

Pero, en caso de existencia de una barrera burocrática emitida por una 

institución pública que es contraria al ordenamiento jurídico o desproporcionada 

con los requisitos para lograr su fin En estos casos, cada uno de nosotros enfrenta 

las denominadas barreras burocráticas ilegales o irrazonables, que, en lugar de 

buscar el beneficio de la sociedad, las consecuencias dificultan la inversión y 

tarde o temprano genera un sobrecosto al consumidor final que se va a trasladar. 

 

Con fines de eliminación o control, en concordancia de la ley de 

organización y funciones del INDECOPI se creó el Comité de Acceso al 
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Mercado. Donde se explica que la función de INDECOPI es vigilar que los actos 

y disposiciones de los poderes ejecutivos no constituyan obstáculos que 

obstaculicen o impidan injustificadamente el acceso o permanencia de los 

operadores económicos. al mercado. 

 

Por tanto, para determinar si estamos ante una barrera burocrática ilegal, 

este comité ha desarrollado un sistema de análisis de legalidad y racionalidad en 

su jurisprudencia. Este es un aspecto que puede probarse a partir de los casos 

mencionados en el apartado anterior y pone a prueba la hipótesis actual. 

 

4.2.2. Contrastación de hipótesis específica Nro. 01 

 
 

“Las trabas en la tramitación de las autorizaciones municipales, para la 

ejecución e instalación de la infraestructura de telecomunicaciones, limita la 

iniciativa privada en la ciudad metropolitana de Huancayo en los años 2017 y 

2018”. 

 

En conformidad de la Resolución N.º 182-97-TDC, la Sala de defensa por 

competencia del Indecopi estableció el expediente número 036-96-CAM en 

denuncia interpuesta por Inversiones La Merced S.A. contra el Municipio de la 

provincia de Trujillo y su alcalde. Como antecedente de cumplimiento 

obligatorio, se debe considerar identificar la existencia de barreras burocráticas 

ilegales o irrazonables al ingreso o permanencia de la actividad económica en el 

mercado y aplicar un análisis de legalidad y racionalidad a la medición no 

estándar (Precedente). 

 

Entonces sobre la legalidad, si la medida de que se trata respeta los 

trámites y procedimientos previstos por las normas aplicables en un caso 
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particular, y se encuentra dentro de la competencia atribuida a la autoridad que la 

dictó. Sobre este estadio, también se plantea evaluar de manera similar si la 

medida tiene un interés público legítimo, y que no planteen un desequilibrio en 

su propósito o determina una discriminación injusta entre los actores económicos. 

 

Si este análisis se hace y es afirmativo, la comisión de Indecopi de 

referencia podrá eliminar las trabas burocráticas ilegales o irrazonables que la 

empresa ha objetado, sin afectar la notificación de la autoridad competente, 

inaplicando para el caso en particular. Por ello, la comisión podrá modificarlo o 

eliminarlo, así su aplicación se aplica ahora esta función a las Barreras 

Burocráticas para la eliminación de todas las normas con carácter de ordenanza 

municipal. 

 

En este sentido, los casos aquí analizados muestran que estas barreras 

burocráticas son irrazonables por la falta de sustento normativo. 

 

 
4.2.3. Contrastación de hipótesis específica Nro. 02 

 

“La restricción del acceso al mercado de las empresas de telecomunicaciones 

afecta el Derecho a la comunicación e información de la población de la ciudad 

metropolitana de Huancayo en los años 2017 y 2018”. 

 

La mejora de los servicios móviles en Perú ha creado una necesidad urgente 

de ampliar la infraestructura de comunicación (tendido de fibra óptica, antenas) 

para que los operadores telefónicos puedan satisfacer la demanda de estos 

servicios. 
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Con este fin, desde 2007, el estado ha emitido un conjunto de normas bajo 

el control del gobierno local (gobierno local) para lograr este propósito. Pero a 

pesar de los esfuerzos nacionales, hasta ahora existe una gran brecha entre la 

cantidad de instalaciones de antenas necesarias para brindar servicios móviles y 

la demanda existente en rápido crecimiento. Esto se debe principalmente al abuso 

en el ejercicio de la autonomía otorgada a las autoridades locales y se refleja 

diariamente en las funciones de regulación, supervisión y sanción del gobierno 

local. 

 

4.2.4. Contrastación de hipótesis específica Nro. 03 

 
 

“La limitación de permanencia en el mercado de las empresas de 

telecomunicaciones, afecta al derecho al trabajo en la ciudad metropolitana de 

Huancayo en los años 2017 y 2018”. 

 

Como parte de ello, las autoridades locales que rigen la autonomía política, 

económica y administrativa en el ámbito de sus facultades, si las hubiere, 

determinan que, tratándose de normas, por ley, estas no pueden actuar en contra 

del ordenamiento jurídico; si es sobre todo en base de ordenanzas que plantee y 

establezca una barrera burocrática ilegal o irrazonable. Ante ello, es la Oficina de 

Eliminación de la Comisión de Barrera Burocrática sugiere que se inapliquen. 

 

En cuanto a la instalación de antenas de telecomunicaciones, los municipios 

han emitido una serie de ordenanzas sobre la adopción de reglamentos normativos 

emitidos por el gobernador, en lo que se refiere a la ampliación de la 

infraestructura y máxima atención de Telecomunicación. Sobre este contexto, se 

puede observar que son los municipios los que han prohibido la instalación de 
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antenas de telecomunicaciones en jurisdicciones; atribuyéndose capacidades 

jurídicas, que afectan a las empresas al momento de instalación de antenas, esto 

en medio de argumento facticos constituidos como falacias. 

 

Esto queda plenamente evidenciado en el caso del municipio de José 

Bustamante y Rivero, sin embargo, en contravención al Reglamento General en 

la materia; las provincias de Arequipa, que median el Reglamento N° 0106- 

MDJLBYR, prohíben la instalación de antenas de telefonía móvil. Así la 

Asociación Nacional de Fomento de la Infraestructura (División AFIN), acuso al 

municipio de José Bustamante y Rivero ante el organismo de la Comisión de 

acceso al mercado (Comisión de barreras burocráticas) del INDECOPI, Por el 

asunto de haber dictado mediante ordenanza N.º 0106-MDJLBYR, donde 

introduce barreras burocráticas compatibles con la prohibición de instalación de 

antenas para telefonía móvil de la competencia. Esta comuna edil, respondió 

dicha denuncia alegando que la Ley N.º 27972, en sus artículos 73° y 79° de la 

Ley Orgánica de Municipalidades facultad de proteger y preservar el medio, y el 

artículo 80°, plantea la fiscalización y un control sobre agentes que afecten el 

ambiente y la atmosfera, con el propósito de preservar el medio ambiente. 

 

La comisión referida en el párrafo anterior, por medio de la Resolución N° 

0019-2007/CAMINDECOPI, decidió conferir de forma fundada en parte que el 

actuar del municipio como burocrático, por prohibir instalación de barreras de 

barrera, esto en razón de lo que se declaró en la Ordenanza N.º 0106- MDJLBYR, 

por la necesidad del servicio para la comunidad publica, 

 

Esta afirmación fue confirmada por la Segunda Resolución de Mediana N° 

1493-2007/TDCINDECOPI y por la Comisión de Defensa de las Competencias 
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del INDECOPI. Explicando que la Ordenanza puede tener un rango infra legal, 

este pudo ser llevada ante el Tribunal Constitucional, por su inconstitucionalidad. 

Ante este tipo de escenarios, las entidades municipales actúan de forma 

burocrática e ilegal, y/o irrazonable limitando el acceso de los operadores 

económicos al mercado. 

 

Cuestiones relacionadas con la actualidad en medio de trabas burocráticas 

que afectan la libertad empresarial. 

 

4.3. Discusión de resultados 

 

 

Tomando en cuenta el Decreto Supremo N.º 027-2004-MTC, y el Reglamento de 

la Ley de Telecomunicaciones, se establece que los concesionarios, tienen la facultad de 

las concesiones públicas de telecomunicaciones para instalar la infraestructura necesaria 

para prestar los servicios que se ofrecen en las concesiones. (Ministerio de Transportes y 

Comunicaciones), únicamente exige que el concesionario cumpla con las normas de las 

autoridades locales u otras autoridades públicas. Esto no debería ser un obstáculo para el 

acceso al mercado. 

 

Sobre este contexto, la autoridad sostiene que las autoridades públicas tienen la 

facultad de dictar normas cuando las autoridades locales ejerciendo su potestad de regular 

la instalación de infraestructura dentro de su jurisdicción, sobre normas de 

telecomunicaciones. Concluimos las empresas no pueden prohibir la prestación de 

nuestros servicios en diferentes zonas, pues sería un limitante. En este caso, AFIN no 

tiene competencia para desarrollar para actividades económica de telecomunicaciones, y 

era este último el que tenía prohibido instalar antenas, por lo que la ordenanza no podía 

aplicarse a un caso en particular, pero la autoridad competente ordenó que se enviará 
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copia de la diligencia al Concejo Municipal de la parte demandada y se ordenará reformar 

o derogar el Reglamento N.º 0106-MDJLBYR de conformidad con el artículo 48 de la 

Ley General del Procedimiento Administrativo. 

 

Por todo lo anterior, ante la regulación que vulnera el alcance general de las normas 

en materia de instalación de infraestructuras de telecomunicaciones, la Comisión de 

Eliminación de Barreras Burocráticas ha explicado y considerado declarar instituido la 

denuncia, y inaplicar la ordenanza, obviamente, ese puede no ser el caso. En algunos 

casos, o de alguna otra forma, se puede presentar una denuncia de oficio para lograr este 

fin. La Comisión toma nota de la Ley N° 29022 - Ley de desarrollo de la infraestructura 

de telecomunicaciones, Ley N° 30228, a la cual ningún otro órgano administrativo puede 

apropiarse de sus competencias. Obstáculos burocráticos, y están de acuerdo Diego 

Andrade Aliaga, Alfieri Lucetti Rodríguez y Ángel Delgado Silva, lo que reduce la 

inversión de los participantes del mercado y reduce el potencial de desarrollo nacional. 

Son varios los factores que conducen a su establecimiento, siendo el más importante el 

desconocimiento o la aplicación de restricciones para una determinada autonomía. 

 

Los estudios han demostrado que hay escasez de antenas de comunicación en el 

Perú. Como señaló OSIPTEL en una publicación anterior, en 2025 necesitaremos más de 

14.000 y podremos dar cobertura a la población. El tema anterior. En este sentido, se 

necesita una expansión rápida y eficiente de la infraestructura para alcanzar o acercarse 

a las cifras anteriores y requiere el uso de tecnologías modernas y más eficientes como 

celdas con menor cobertura. Sin embargo, tiene una gran capacidad, especialmente 

conocida como celda pequeña. 

 

Tener más y mejor cobertura ahora lo reciben a diario las empresas operadoras y 

los reguladores, OSIPTEL, producto del descontento de los consumidores con la 
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cobertura, sobre todo por no contar con la infraestructura de telecomunicaciones 

adecuada, vamos a reducir el número de reclamos que tenemos. 

 

Los estudios han demostrado que hay escasez de antenas de comunicación en el 

Perú. Como señaló OSIPTEL en una publicación anterior, en 2025 necesitaremos más de 

14.000 y podremos dar cobertura a la población. En este sentido, se necesita una 

expansión rápida y eficiente de la infraestructura para alcanzar o acercarse a las cifras 

anteriores y requiere el uso de tecnologías modernas y más eficientes como celdas con 

menor cobertura. Sin embargo, tiene una gran capacidad, especialmente conocida como 

“Small cells”. 

 

Tener más y mejor cobertura ahora lo reciben a diario las empresas operadoras y 

los reguladores, OSIPTEL, producto del descontento de los consumidores con la 

cobertura, sobre todo por no contar con la infraestructura de telecomunicaciones 

adecuada, vamos a reducir el número de reclamos que tenemos. 
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CONCLUSIONES 

 

1. Entre 2017 y 2018, la Ciudad Metropolitana de Huancayo dictaminó que las barreras 

burocráticas impuestas por las agencias gubernamentales, podían afectar el derecho a la 

libertad de una empresa cuando la infraestructura de telecomunicaciones esté instalada. 

Las instituciones, también denominadas municipalidades, suelen respetar las trabas 

burocráticas y los límites de autonomía que les otorga nuestra carta magna (normas de 

alcance general), lo que se refleja en la infinidad de demandas. No existen muchas 

prohibiciones de facto o infundadas, establecidas fuera del ámbito de la ley. 

 

2. Se han establecido barreras al trámite de aprobaciones de los gobiernos locales para la 

implementación e instalación de infraestructura de telecomunicaciones, con el fin de 

restringir las iniciativas privadas en el área metropolitana de Huancayo 2017 y 2018. Así, 

la escasez existente de antenas de comunicación necesarias para brindar este servicio, no 

han sido superadas en varios años, a pesar de los esfuerzos de desarrollo nacional, debido 

a la falta de cooperación de las autoridades locales. 

 

3. Se establecen restricciones al acceso al mercado de las empresas de telecomunicaciones, 

para afectar los derechos a la comunicación e información de la población en 2017 y 2018 

en la ciudad de Huancayo. 

 

4. Se establecen restricciones a la resiliencia del mercado de las empresas de 

telecomunicaciones, para afectar su derecho al trabajo en la ciudad de Huancayo en 2017 

y 2018. 
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RECOMENDACIONES 

 

1. Se recomienda que el Ministerio de Transportes y Comunicaciones como entidad 

competente, tenga por mandato normativo o reglamentario el deber de promover campañas 

de capacitación y orientación, para los funcionarios públicos de las municipalidades, sobre 

el otorgamiento de concesiones en el rubro de telecomunicaciones, tanto en su inicio, 

desarrollo y su culminación; con el objetivo que la entidad pública y/o el usuario, presente 

dudas o se contextualice algún agente de barrera burocrática. Esto con la finalidad, que se 

lleve a cabo un proceso transparente, y legal donde se respete la libertad de empresa para 

el ámbito de las telecomunicaciones. 

 

2. Se recomienda que el Organismo de Inversión Privada en Telecomunicaciones en adelante 

OPSITEL, si bien contempla funciones regulatorias, normativas, y de solución de 

controversias; es necesario que cumpla funciones de vigilar, en estricto cumplimiento, que 

se respeten las normas y reglas que aborden las concesiones por otorgamiento de 

instalación y operatividad de las telecomunicaciones; esto en el margen de lo parámetros 

legales y constitucionales. 

 

3. Se recomienda que el Ministerio de Transportes y Comunicaciones, pueda a través de su 

área de logística, diseñar y crear una ventanilla única virtual; donde se implemente un 

macro que categorice redes sociales de atención de consultas u orientación (WhatsApp; 

correo electrónico, Telegram, y llamadas telefónicas); sobre temas referidos a 

procedimientos administrativos de instalación y operatividad para el sector 

telecomunicaciones, en caso se generen problemas referidos a temas de trabas o barrera 

burocráticas, bajo el actuar ilegal de las entidades públicas. 
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MATRIZ DE CONSISTENCIA 
 

 

Título: Barreras burocráticas en la Ciudad Metropolitana de Huancayo y su afectación a la libertad de empresa para la instalación de 

infraestructura, de telecomunicaciones, año 2018. 
 

PROBLEMAS OBJETIVOS HIPÓTESIS VARIABLE INDICADORES METODOLOGÍA 

 

GENERAL: 

 

- ¿De qué manera las 

barreras burocráticas 

afectan la libertad de 

empresa para instalar 

infraestructura, de 

telecomunicaciones, en la 

Ciudad Metropolitana de 

Huancayo, 2018? 

 

ESPECÍFICOS 

 

- ¿De qué manera las 

trabas en la tramitación de 

las  autorizaciones 

municipales, para  la 

ejecución e instalación de 

la infraestructura de 

telecomunicaciones, 

limita la iniciativa privada 

en la ciudad metropolitana 

de Huancayo? 

- ¿De qué manera la 

restricción del acceso al 

 

GENERAL: 

 

Determinar de qué manera 

las barreras burocráticas 

afectan la libertad de 

empresa para instalar 

infraestructura, de 

telecomunicaciones, en la 

Ciudad Metropolitana de 

Huancayo, 2018. 

 

ESPECÍFICOS 

 

- Establecer de qué manera 

la restricción del acceso al 

mercado de las empresas de 

telecomunicaciones afecta 

el derecho a la 

comunicación e 

información de la población 

de la ciudad metropolitana 

de Huancayo en los años 

2017 y 2018. 

-Analizar de qué manera la 

limitación de permanencia 

 

GENERAL: 

 

Las barreras burocráticas 

afectan significativamente la 

libertad de empresa para 

instalar infraestructura, de 

telecomunicaciones, en la 

Ciudad Metropolitana de 

Huancayo, 2018. 

 
 

ESPECÍFICAS 

 

- Las trabas en la tramitación 

de las autorizaciones 

municipales, para la 

ejecución e instalación de la 

infraestructura de 

telecomunicaciones, limita la 

iniciativa privada en la ciudad 

metropolitana de Huancayo 

en los años 2017 y 2018. 

- La restricción del acceso al 

mercado de las empresas de 

telecomunicaciones afecta el 

 
 

Variable 

independiente: 

 

Barreras 

burocráticas 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

Variable 

dependiente: 

Libertad de 

empresa 

 

 

 

 

-Trabas en la 

tramitación    de 

autorización 

municipal para  la 

ejecución  de  la 

instalación   de  la 

infraestructura de 

telecomunicaciones 

-Restricción del 

acceso al mercado. 

-Limitación de 

permanencia en el 

mercado 

 

 

 

-Limitación a la 

iniciativa privada. 

-Restricción al acceso 

a la comunicación e 

 

MÉTODO DE INVESTIGACIÓN: 

Inducción y deducción. 
 

TIPO DE INVESTIGACIÓN: 

Investigación jurídico dogmático. 
 

NIVEL DE INVESTIGACIÓN: 

Nivel explicativo. 
 

DISEÑO DE LA INVESTIGACIÓN: 

Diseño no experimental, transversal - 

Explicativo. 

 

POBLACIÓN Y MUESTRA: 

 

Por el carácter mixto de la investigación, se 

ha tomado como población 5 expedientes 

administrativos que tramitaron las 

solicitudes de instalación de 

infraestructura. 

Además se considera el tipo de muestreo 

No Probabilístico – Intencional 
 

TÉCNICAS DE RECOPILACIÓN DE 

DATOS: 
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mercado de las empresas 

de telecomunicaciones 

afecta el Derecho a la 

comunicación e 

información de la 

población? 

- ¿De qué manera la 

limitación de permanencia 

en el mercado de las 

empresas de 

telecomunicaciones, 

afecta al derecho al 

trabajo? 

en el mercado de las 

empresas de 

telecomunicaciones, afecta 

al derecho al trabajo en la 

ciudad metropolitana de 

Huancayo en los años 2017 

y 2018. 

-Las barreras burocráticas 

impuestas por los 

funcionarios afectan al 

derecho a la libertad de 

empresa, para la instalación 

de infraestructura de 

telecomunicaciones, en la 

Ciudad Metropolitana de 

Huancayo en los años 2017 
y 2018, 

Derecho a la comunicación e 

información de la población 

de la ciudad metropolitana de 

Huancayo en los años 2017 y 

2018. 

- La limitación de 

permanencia en el mercado 

de las empresas de 

telecomunicaciones, afecta al 

derecho al trabajo en la 

ciudad metropolitana de 

Huancayo en los años 2017 y 

2018. 

 información de la 

población. 

-Afectación al 

derecho al trabajo. 

Análisis documental - Expedientes. 
 

INSTRUMENTO DE 

INVESTIGACIÓN 

Cuadro de almacenamiento y análisis de 

expedientes administrativos. 

Técnica de fichaje de análisis documental. 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

EXPEDIENTES ADMINISTRATIVOS DISCUTIDOS 

  


































































































































































